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Santa Elena de la Cruz, Flores, Petén, 26 de Julio de 2016 
Expediente UAT/43 -2016 


Licenciada RUSSILL CARMINA GALVÁN ALVAREZ 
Abogada y Notaria 
Poptún, Petén 


Estimada Licenciada: 


Por el presente medio hago de su conocimiento que la estudiante de Licenciatura en Ciencias 
Jurídicas y Sociales, Abogado y Notario MÓNICA JHULISSA LÓPEZ TESUCÚN, Carné número 
199940897, ha presentado el Plan de Investigación intitulado “ POLÍTICA CRIMINAL FRENTE A LAS 


MEDIDAS DESJUDICIALIZADORAS EN DELITO DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, EN EL 
DEPARTAMENTO DE PETÉN”. 


Razón por la cual, se le solicita su apoyo y se le nombra Consejero Docente de Plán de 
Investigación antes mencionado, solicitándole que su trabajo se fundamente en el Normativo para 
la elaboración del Trabajo de Tesis de Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales, Abogado y 
Notario del Centro Universitario de Petén. 


Sin otro particular, se agradece el apoyo con esta casa de estudios superiores. Atentamente, 


ID Y ENSEÑAD A TODOS 


A 


Licda. INGRID MARIELA BATUN ORTIZ 
Jefa de la Unidad de Tesis 
Ciencias Jurídicas y Sociales, Abogado y Notario 
USAC-CUDEP 


c.c: Archivo edo ] 2 










JEFATURA. 


le. Se 
Celia iS 
UDEp ysAc 












Centro Universitario de Petén, Parque Las Estelas, Santa Elena, Petén. Tel/Fax: 792605: 


Avorada y Notaria 





Licda. Russill Carmina Galván Álvarez 
Abogada y Notaria 
Bufete Jurídico Licda. Russill Galván 
Zona 01, Poptún, Petén 
Cel: 47396049 


Poptún, Petén, 09 de agosto de 2017. 


Lic. José Adolfo Hernández Godoy 

Jefe Unidad de Tesis 

Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales 
Abogado y Notario 

Centro Universitario de Petén CUDEP-USAC 


Tengo el agrado de dirigirme a usted y en atención al nombramiento de donde se me 
designa como CONSEJERO DOCENTE DE PLAN DE INVESTIGACIÓN de la estudiante 
MÓNICA JHULISSA LÓPEZ TESUCÚN, carnet: 199940897, respecto a su trabajo “POLÍTICA 
CRIMINAL FRENTE A LAS MEDIDAS DESJUDICIALIZADORAS EN DELITOS DE VIOLENCIA 
CONTRA LA MUJER, EN EL DEPARTAMENTO DE PETÉN”, Esto con el objeto de informar 


sobre mi labor y oportunamente emitir dictamen respectivo. 


Que habiendo cumplido con los requisitos establecidos en el Normativo para la 
elaboración de trabajo de tesis de Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales, para 
estudiantes del Centro Universitario de Petén de la Universidad de San Carlos de 


Guatemala, opino que el contenido científico y técnico será de mucha utilidad. 


La metodología que se utilizará es muy buena en virtud de que se utilizarán los métodos 
inductivos y deductivos, las técnicas de investigación son importantes, y por supuesto las 


entrevistas y las encuestas serán primordiales para el presente trabajo de investigación. 
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Por lo que habiendo hecho las correcciones necesarias para el presente trabajo de 
investigación, en mi calidad de Consejero Docente del Plan de Investigación, me permito 
informar que el mismo cumple con los requisitos específicos establecidos en los artículos 
10, 11 y 20 del normativo para la elaboración de tesis de Licenciatura en Ciencias Jurídicas 
y Sociales, por lo que no tengo inconveniente en emitir DICTAMEN FAVORABLE, a fin de 


que el presente trabajo continué con el trámite correspondiente. 


Sin otro particular, me suscribo de usted. 





Abogada y Notaria 


Colegiado Activo No. 12,460 


“TRICENTENARIA 
Uned as ha Caria de Guam 


Santa Elena de la Cruz, Flores, Petén, 04 de septiembre de 2017 
Expediente UAT/43-2016 


Licenciado 

VIRGILIO ANTONIO FERNÁNDEZ VÁSQUEZ 
Abogado y Notario 

Santa Elena, Flores Petén 


Estimado Licenciado: 


Reciba saludos cordiales de la Unidad de Tesis, Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales, 
Abogado y Notario, del Centro Universitario de Petén de la Universidad de San Carlos de 
Guatemala. Por el presente medio hago de su conocimiento que la Consejero Docente de Plan de 
Investigación, Licenciada RUSSILL CARMINA GALVÁN ÁLVAREZ, aprobó el Plan de 
investigación denominado “POLÍTICA CRIMINAL. FRENTE A LAS MEDIDAS 
DESJUDICIALIZADORAS EN DELITOS CONTRA LA MUJER, EN EL DEPARTAMENTO DE 
PETÉN”, elaborado por la estudiante MÓNICA JHULISSA LÓPEZ TESUCÚN, Carné número 
199940897. 


Para el efecto, se le nombra ASESOR del trabajo de investigación antes mencionado, solicitándole 
se desarrolle y dictamine el mismo conforme el Normativo para Elaboración de Tesis, 
especialmente debe basarse en el artículo 27, tercer párrafo, que establece que tiene facultad para 
modificar el bosquejo preliminar de temas y de las fuentes de consulta originalmente 
contempladas, así como el título del punto de tesis propuesto, teniendo por objeto mejorar la 
investigación, agradeciéndole desde ya su colaboración con esta casa superior de estudios. 


Sin otro particular, me suscribo de usted, Atenta 
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Santa Elena de la Cruz, Flores, Petén, 02 de octubre de 2017. 


Licenciado 

José Adolfo Hernández Godoy 

Jefe de la Unidad de Tesis 

Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales, Abogado y Notario 
Universidad de San Carlos de Guatemala -USAC- 

Centro Universitario de Petén -CUDEP- 


Respetable Licenciado: 


Tengo el gusto de dirigirme a usted respetuosamente, para informar que en 
cumplimiento al nombramiento emanado de la Unidad de Tesis, en mi calidad de 
ASESOR DE TESIS, procedí a realizar el análisis del trabajo de investigación de Tesis 
propuesto por la Bachiller Mónica Jhulissa López Tesucún, intitulado: “POLÍTICA 
CRIMINAL FRENTE A LAS MEDIDAS DESJUDICIALIZADORAS EN DELITOS DE 
VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, EN EL DEPARTAMENTO DE PETÉN”. Del análisis 
se desprende lo siguiente: 


La asesoría de la tesis se llevó a cabo a través de revisiones, habiéndose realizado en 
cada una de ellas, las observaciones pertinentes para brindar una mejor comprensión 
de la investigación realizada, respetando el enfoque y criterio de su autora. En cuanto 
al trabajo de investigación realizado su contenido científico y técnico son una valiosa 
contribución en el campo del estudio del derecho, específicamente en lo que concierne 
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al uso de las medidas desjudicializadoras como el Criterio de Oportunidad en las 
conductas tipificadas como Violencia Contra la Mujer en sus diversas manifestaciones, 
es de resaltar que el orden que se sigue en el desarrollo del mismo es notable así 
como su redacción clara y de fácil comprensión para el lector, se utilizó la técnica de 
investigación bibliográfica y de campo con visitas al Juzgado de Primera Instancia 
Penal de delitos de Femicidio y Violencia contra la Mujer del Departamento de Petén, 
así como la Fiscalía del Ministerio Público especializada, recolectando la información 
necesaria para sustentar cada contenido; por lo que las técnicas utilizadas fueron 
apropiadas para el desarrollo de los temas. En cuanto a las conclusiones y 
recomendaciones las mismas guardan relación directa con el punto investigado, y la 
bibliografía que se ha consultado es adecuada; y en general considero que el trabajo 
presentado realmente es una valiosa contribución en el campo de la investigación 


jurídica. 


En consecuencia, emito DICTAMEN FAVORABLE, en virtud que el presente 
trabajo cumple con los requisitos exigidos por el artículo 32 del Normativo para la 
Elaboración de Tesis de Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales, Abogado y 
Notario para estudiantes del Centro Universitario de Petén de la Universidad de San 
Carlos de Guatemala, por lo que no hay ningún inconveniente en que se continúe con el 


trámite respectivo. 





Sin otro particular, de usted deferentemente, 


Q 


Dé ANTONIO FERNÁNDEZ VÁSQUEZ 
// AEOGADO Y HOVARIO 


VU 





Abogado y Notario 
Colegiado Activo 14,474 
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Santa Elena de la Cruz, Flores, Petén, M4 de octubre del 2017 
Expediente UAT/43-2016 


Licenciado 

ALEJANDRO JOSÉ FLORES MALDONADO 
Abogado y Notaria 

Poptún, Petén 


Estimado licenciado: 


Reciba saludas cordiales de Ja Unidad de Tesis, licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales, 
Abogado y Notario, del Centro Universitario de Petén de la Universidad de San Carlos de 
Guatemala. Por el presente medio hago de su conocimiento que el Licenciado VIRGILIO ANTONIO 
FERNÁNDEZ VÁSQUEZ, en su calidad de Asesor, ha emitido dictamen favorable al trabajo de 
investigación de tesis denominado “POLÍTICA CRIMINAL FRENTE A LAS MEDIDAS 
DESJUDICIALIZADORAS EN DELJTOS DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, EN El DEPARTAMENTO 


DE PETÉN”, elaborado por la estudiante MÓNICA JHULISSA LÓPEZ TESUCÚN, carné número 
199940897. 


Siendo usted colaborador de esta casa superior de estudios, y con fundamento en el Normativo 
para la Elaboración del Trabajo de Tesis del Centro Universitario de Petén, se le nombra REVISOR. 
Cabe mencionar que el presente nombramiento y desarrollo de la función de Revisor se 
fundamenta en el artículo 30 del Normativo antes mencionado, por lo que tiene la facultad para 
realizar las modificaciones de forma y de fondo que tengan Z objeto mejorar la investigación. 


Atentamente, 
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Ciencias luríflicas y a Abogado y Notario 
USAC-CUDEP 


c.c: Archivo 


“ID Y ENSEÑAD A TODOS” lic. Alejandro 


Centro Universitario de Petén, Parque Las Estelas, Santa Elena, Petén. Tel 
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4 Avenida 5-39, Zona 2, Barulo Las Tres Cruces, 
Lia, Alejandro Jos£ Olores Maldonado 17012, Poptún, Petén, Guatemala. 


Abogado y Notario Telefax N: (502) a 





Poptún, Petén, 23 de Octubre de 2017 
Expediente UAT/33-2017 


Licenciado 

JOSÉ ADOLFO HERNÁNDEZ GODOY 

Jefe de la Unidad de Asesoría de Tesis 

Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales, Abogado y Notario 
CENTRO UNIVERSITARIO DE PETÉN DE LA 

UNIVERSIDAD DE SAN CARLOS DE GUATEMALA. 


Respetable Licenciado Hernández Godoy: 


Por este medio, quiero rendir dictamen como REVISOR DE LA TESIS de la estudiante 
MÓNICA JHULISSA LÓPEZ TESUCÚN, carné universitario número 199940897, quien 
hizo su trabajo con el título siguiente: “POLÍTICA CRIMINAL FRENTE A LAS MEDIDAS 
DESJUDICIALIZADORAS EN DELITOS DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, EN EL 
DEPARTAMENTO DE PETÉN”. 


En atención a la providencia de esta Unidad a su cargo y con base en el Artículo 32 del 
“Normativo para la Elaboración de Tesis de Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales 
y del Examen General Público del Centro Universitario de Petén”, procedo a emitir mi 
opinión del trabajo encomendado: 


a) Considero que el tema investigado, reviste de gran importancia con relación a su 
contenido científico y técnico, al abordar un tema de suma importancia como lo es el 
tratamiento de las medidas desjudicializadoras en los delitos de violencia contra la mujer, 
desde la perspectiva de la política criminal democrática. 


b) Para la elaboración del presente estudio se utilizaron los métodos idóneos para este 
tipo de investigaciones jurídico-científicas, porque se partió de la documentación de temas 
de carácter universal o genéricos, con la ayuda de la técnica bibliográfica, para después 
desglosar una totalidad, con el fin de analizar independientemente cada una de las partes 
que la componen y obtener solamente los elementos fundamentales de cada tópico. 





g Avenida 5-39, Zona 2, Baro Las Tus Cruces, 
Eto Alejandro José OLores Maldonado 17012, Poptún, Pettn, Guatemala. 


Abogado y Notario Delefax N: (502) 79277884 
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c) La forma en que se redactó el trabajo de investigación fue hecho con base al 
Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, y cumple con los tecnicismos 
fundamentales y reglas ortográficas para la correcta comprensión y lectura de la tesis. 


d) Como resultado del análisis de la presente tesis se puede concluir que la contribución 
cientifica parte del estudio acucioso de la desjudicialización como una institución en la 
que, por su naturaleza pueden ubicarse el criterio de oportunidad, la conversión, la 
mediación y la suspensión condicional de la persecución penal, la cual, bajo el amparo de 
la Ley Contra el Femicidio y Otras Formas de Violencia Contra la Mujer, es limitada su 
aplicación, ya que no procede, por esta vía, el criterio de oportunidad, la mediación y la 
suspensión condicional de la persecución penal, llegando la tesante a plantear 
conclusiones y recomendaciones acertadas a esta problemática procesal. 


e) En el trabajo presentado, fueron citados diversos autores sobre los temas que 
componen los capítulos de la presente tesis, haciendo acopio en las citas en el sistema 
APA y en el apartado de las referencias bibliográficas. 


La presente investigación, fue revisada por mi persona y comprende los requisitos 
necesarios para la emisión del DICTAMEN FAVORABLE, el cual reitero se fundamentó 
en el Artículo 32 del “Normativo para la Elaboración de Tesis de Licenciatura en Ciencias 
Jurídicas y Sociales y del Examen General Público del Centro Universitario de Petén”, por 
lo que se APRUEBA el trabajo de tesis presentado por la estudiante Mónica Jhulissa 
López Tesucún, a efecto de que el mismo pueda continuar con el trámite correspondiente, 
para su posterior evaluación por el Tribunal Examinador en el Examen Público de Tesis. 


De Usted respetuosamente, 






Colegiado Activo 
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Santa Elena de la Cruz, Flores, Petén, 31 de octubre de 2017 
UAT/43-2016 


Licenciado 

GERBER ELIECER RODRÍGUEZ GARCÍA 
Abogado y Notario 

Santa Elena, Flores, Petén 


Estimado Licenciado: 


Reciba saludos cordiales de la Unidad de Tesis, Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales, 
Abogado y Notario, del Centro Universitario de Petén de la Universidad de San Carlos de 
Guatemala. Por el presente medio hago de su conocimiento que el Licenciado ALEJANDRO JOSÉ 
FLORES MALDONADO, en su calidad de Revisor, ha emitido dictamen favorable al trabajo de 
investigación de tesis denominado “POLÍTICA CRIMINAL FRENTE A LAS MEDIDAS 
DESJUDICIALIZADORAS EN DELITOS CONTRA LA MUJER, EN EL DEPARTAMENTO DE 
PETÉN”, elaborado por la estudiante MÓNICA JHULISSA LÓPEZ TESUCÚN, carné número 
199940897. 


Siendo usted colaborador de esta casa superior de estudios, y con fundamento en el Normativo 
para la Elaboración del Trabajo de Tesis para estudiantes del Centro Universitario de Petén, se le 
nombra CONSEJERO DOCENTE DE ESTILO. Cabe mencionar que el presente nombramiento y 
desarrollo de la función de Consejero Docente de Estilo se fundamenta en los artículos 10, 11, 31 
y 33 del Normativo antes mencionado. 





Atentamente, 







USAC-CUDEP 
c.c: Archivo 
“ID Y ENSEÑAD A TODOS” 

Centro Universitario de Petén, Parque Las Estelas, Santa Elena, Petén. Tel/Fax: 79260584 
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Lic, Gerber Eliecer Rodriguez García 
Abogado y Motanto 
Colegiado Activo Mo. 8,317 
Cel: S5tOI269 


Santa Elena Petén, 30 de Noviembre 2017 
Expediente UAT/43-2016 


Licenciado 

José Adolfo Hernández Godoy 

Jefe Unidad de Asesoría de Tesis 

Carrera Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales, 
Abogado y Notario 

UNIVERSIDAD DE SAN CARLOS DE GUATEMALA 
CENTRO UNIVERSITARIO DE PETEN (CUDEP) 
Presente 


Respetable Licenciado Hernández Godoy: 


De manera atenta me dirijo a Usted para comunicarle que he cumplido con la función 
de Comisión y Estilo de Tesis de la estudiante MÓNICA JHULISSA LOPEZ TESUCUN, 
carné universitario número 199940897, que me fuera asignado, intitulado: “POLITICA 
CRIMINAL FRENTE A LAS MEDIDAS DESJUDICIALIZADORAS EN DELITOS DE 
VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, EN EL DEPARTAMENTO DE PETÉN”, el cual a 
mi criterio cumple con todos los requisitos y formalidades que establece el normativo de 
este Centro Universitario, por lo que para el efecto procedo a emitir el dictamen 
siguiente: 


Il. Tengo el agrado de manifestarle que procedí conforme al requerimiento antes 
indicado, habiendo determinado que el tema propuesto es de significativa 
importancia en el campo de la investigación jurídica. 

II. También la estructura del trabajo efectuado, satisface los objetivos propuestos 
en la investigación por lo que se llenan los requisitos que requiere el grado 
académico de la licenciatura. 





yr N CAR 


III. Que la estudiante Mónica Jhulissa López Tesucún, en la redacción del trabajo de 
tesis utilizo las técnicas y metodología adecuadas a la presente investigación, 
por lo que considero que observó todas las exigencias reglamentarias. 

IV. Haciendo referencia a la bibliografía utilizada en el presente trabajo, puedo 
mencionar que es la adecuada, ya que tiene relación con el fondo de la 
investigación realizada por el postulante. 

V. Las conclusiones emitidas por la estudiante Mónica Jhulissa López Tesucún, son 
el resultado del estudio e investigación realizados, además derivan del desarrollo 
del mismo, ya que se fue comprobando la hipótesis planteada en el trabajo, así 
como las recomendaciones son una contribución científica para el ordenamiento 
jurídico de Guatemala. 

VI. En tal sentido, el contenido del trabajo de tesis me parece interesante y en la 
medida de conocimiento e investigación ha estado apegado a las pretensiones 
de la postulante, cumpliendo en definitiva con los requisitos e forma y fondo 
conforme lo establecido en el Artículo 32 del “Normativo para la Elaboración de 


Tesis de Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales del Centro Universitario 
de Petén.” 


Derivado de lo anterior, me permito emitir DICTAMEN FAVORABLE, a la investigación 
realizada por la estudiante, MÓNICA JHULISSA LOPEZ TESUCUN, en virtud de haber 
cumplido fehacientemente con el requerimiento científico y técnico, aplicación correcta 
de la metodología y técnicas de investigación, redacción, pertinencia de su contribución 
científica, puntualización exacta de las conclusiones y recomendaciones arribadas, 
además de la utilización de la bibliografía atinente al tema investigado 


Deferentemente, 





Colegiado Activo No. 8,317 


e Bobs Vico Pel Fr 


ABOGADO Y NOTARIO 





yr N CAR 


AC 


Y TRICENTENARIA 
Universidad de San Cartos de Gunbermnala 





Santa Elena De La Cruz, Flores, Petén, 12 de marzo de 2018 
Expediente UAT/43-2016 


Licenciado 

RAMÓN ANTONIO MORALES OZAETA 
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RESUMEN 


El presente trabajo de Tesis titulado “Política Criminal frente a las medidas 
desjudicializadoras en los delitos de violencia contra la mujer en el departamento de 
Petén”, demuestra que es necesario que los órganos jurisdiccionales apliquen 
medidas desjudicializadoras por los delitos regulados en la Ley Contra el Femicidio y 
otras formas de Violencia Contra la Mujer Decreto Número 22-2008 del Congreso de 
la República de Guatemala, para no continuar violando los principios de igualdad y 
libertad de los hombres, evitando que éstos sigan enfrentando una política criminal 
innegablemente autoritaria. El objetivo de la ley en mención es garantizar la vida, la 
libertad, la integridad, la protección e igualdad de las mujeres ante la Ley y de la Ley, 
cuando se cometa en contra de ellas hechos discriminatorios y violentos, pero al 
momento de su creación no contaron con que también podría existir abuso del uso 
de las medidas de protección que ofrece dicha ley por las muchas veces supuesta 
violencia que sufren las mujeres. El principio de igualdad hace referencia a la 
universalidad de la Ley Contra el Femicidio y Otras Formas de Violencia Contra la 
Mujer Decreto Número 22-2008 del Congreso de la República de Guatemala, pero 
no prohíbe, ni se opone a dicho principio, el hecho de que el legislador analice la 
necesidad o conveniencia de clasificar y diferenciar situaciones distintas y darles un 
tratamiento diverso, siempre que tal diferencia tenga una justificación de ser, criterio 
que también podría abrigar el hecho de otorgar medidas desjudicializadoras no solo 
para descongestionar de trabajo a los órganos jurisdiccionales, sino además, para 
contribuir a reducir la sobrepoblación de las cárceles guatemaltecas, problema 
latente en este país y que requiere una pronta solución. 
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1. INTRODUCCIÓN 


La razón para realizar la presente investigación sobre la política criminal frente 
a las medidas desjudicializadoras de delitos de violencia contra la mujer en el 
departamento de Petén, se considera que si la política criminal como actividad del 
Estado establece la orientación de todo el sistema penal, el cual comprende no sólo 
la definición de qué comportamientos se consideran delictivos, sino cuál es la 


finalidad de la pena y los medios para alcanzarla. 


La actividad del Estado también debe estar orientada al control social para 
evitar que a través de la aplicación de la Ley Contra el Femicidio y otras Formas de 
Violencia Contra la Mujer que fue creada para garantizar la vida, libertad, integridad, 
dignidad, protección e igualdad de todas las mujeres, se subordinen por completo los 
principios de libertad y de igualdad de los hombres, puesto que de lo contrario, los 
hombres se encuentran frente a una política criminal que no establece sus propios 
límites lo que la convierte en innegablemente autoritaria, lo que indudablemente ha 
provocado el abuso de aplicación de las medidas de seguridad por la muchas veces 


supuesta violencia que sufren las mujeres. 


Para poder estructurar este trabajo, se hizo uso del método científico de 
investigación, pues se recopiló información documental, bibliográfica, legal y 
electrónica, la cual fue analizada y resumida posteriormente, para poder realizar las 
deducciones de aquellos datos que se consideraron relevantes, haciendo uso de 
técnicas bibliográficas para la recolección de información. 


Este trabajo se encuentra contenido en cuatro capítulos en los cuales se 
desarrollan los siguientes temas. El capítulo | se titula Política criminal y en el mismo 
se proporciona su definición, fines y se citan algunos modelos. También se hace 
mención a los elementos que la conforman, sus características, así como en qué 
consiste el poder penal y los principios rectores de éste. El capítulo ll lleva por título 


derecho penal y protección a la mujer y se ocupa de temas tales como la definición 
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cuales fue necesario conocer para poder comprender el alcance de la protección a la 
mujer en el derecho penal guatemalteco, así como aquellas políticas en pro de la 
misma y la razón por la que fue creada la Ley contra el Femicidio y otras formas de 


Violencia contra la Mujer. 


El capítulo lll se titula Medidas desjudicializadoras en la Ley contra el Femicidio 
y otras formas de Violencia contra la Mujer y se expone la definición de dicha figura 
jurídica, los principios que la rigen, las formas en las que la misma se materializa y su 
aplicación en la Ley en mención. El capítulo IV tiene por título política criminal frente 
a las medidas desjudicializadoras en delitos de violencia contra la mujer y en el 
mismo se da a conocer la creación del protocolo de la Ley contra el Femicidio y otras 
formas de Violencia contra la Mujer, los casos en los que procede la comisión de los 


delitos regulados en la misma, así como los datos estadísticos de denuncias. 


Por último, se presentan las conclusiones, recomendaciones y las fuentes de 


información consultadas. 


s 


2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 


2.1 Definición del problema 


2.1.1 Especificación del problema 


El problema que se ha identificado es que en la Ley contra el Femicidio y otras 
Formas de Violencia Contra la Mujer no permite la aplicación de la desjudicialización, 
institución en la que, por su naturaleza, pueden ubicarse el criterio de oportunidad, la 
conversión, la mediación y la suspensión condicional de la persecución penal, lo que 
está provocando la violación de los principios de igualdad y libertad de los hombres, 
quienes enfrentan actualmente una política criminal que no establece sus propios 


límites lo que la convierte en innegablemente autoritaria. 


Ante tal problemática se plantea la siguiente pregunta: ¿Cuándo procede 
otorgar medidas desjudicializadoras a los hombres denunciados de violencia en 


contra de la mujer? 
2.1.2 Operacionalización del problema 
¿Cuáles son las ventajas de aplicar las medidas desjudicializadoras en los 


delitos contemplados en la Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia 


Contra la Mujer? 
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3. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 


La razón para realizar la presente investigación sobre la política criminal frente 
a las medidas desjudicializadoras de delitos de violencia contra la mujer en el 
departamento de Petén, se debe a que se considera que si la política criminal como 
actividad del Estado establece la orientación de todo el sistema penal, el cual 
comprende no sólo la definición de qué comportamientos se consideran delictivos, 
sino cuál es la finalidad de la pena y los medios para alcanzarla, tal actividad del 
Estado también debe estar orientada al control social para evitar que a través de la 
aplicación de la Ley Contra el Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la Mujer 
que fue creada para garantizar la vida, libertad, integridad, dignidad, protección e 
igualdad de todas las mujeres, se subordinen por completo los principios de libertad y 
de igualdad de los hombres, puesto que de lo contrario, los hombres se encuentran 
frente a una política criminal que no establece sus propios límites lo que la convierte 
en innegablemente autoritaria, lo que indudablemente ha provocado el abuso de 
aplicación de las medidas de seguridad por la muchas veces supuesta violencia que 


sufren las mujeres. 


Se considera que el principio de igualdad, hace una referencia a la 
universalidad de la Ley Contra el Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la 
Mujer, pero no prohíbe, ni se opone a dicho principio, el hecho de que el legislador 
analice la necesidad o conveniencia de clasificar y diferenciar situaciones distintas y 
darles un tratamiento diverso, siempre que tal diferencia tenga una justificada razón 
de ser, criterio que también podría abrigar el hecho de otorgar medidas 
desjudicializadoras no solo para descongestionar de trabajo a los órganos 
jurisdiccionales, sino además para contribuir a reducir la sobrepoblación de reos en 
las cárceles guatemaltecas, problema latente actual en este país y que requiere una 


pronta solución. 
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4. OBJETIVOS 


4.1. General 


Demostrar que es necesario que los órganos jurisdiccionales apliquen 
medidas desjudicializadoras por los delitos regulados en la Ley Contra el Femicidio y 
otras Formas de Violencia Contra la Mujer, para no continuar violando los principios 
de igualdad y libertad de los hombres, evitando que éstos sigan enfrentando una 


política criminal innegablemente autoritaria. 


4.2. Específicos 


e Analizar los casos en los que proceden la comisión de los delitos 
contemplados en la Ley Contra el Femicidio y otras Formas de Violencia 
Contra la Mujer. 

e Investigar qué cantidad de casos son denunciados por la comisión de alguno 
de los delitos contemplados en la Ley Contra el Femicidio y otras Formas de 
Violencia Contra la Mujer. 

e Investigar qué cantidad de casos denunciados por la comisión de algunos de 
los delitos contemplados en la Ley Contra el Femicidio y otras Formas de 
Violencia Contra la Mujer alcanzan una pena condenatoria. 

e Determinar cuáles son las razones por las que la Ley contra el Femicidio y 
otras Formas de Violencia Contra la Mujer no permite la aplicación de medidas 
desjudicializadoras. 

e Establecer cuáles son las consecuencias de la no aplicación de las medidas 
desjudicializadoras por la comisión de delitos regulados en la Ley Contra el 


Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la Mujer. 


5.1 


5.2 


5. ALCANCES Y LÍMITES 


Alcances 


Abarca a los sindicados que reciben una sentencia condenatoria por los 
delitos contemplados en la ley contra el Femicidio y otras formas de violencia 
contra la mujer, sin que hayan tenido oportunidad de optar por medidas 
desjudicializadoras; 

Abarca el número de femicidios y otros delitos de violencia contra la mujer que 
ha aumentado considerablemente; 

Abarca exclusivamente los juzgados con competencia para conocer los casos 
que señala la Ley contra el Femicidio y otras formas de violencia contra la 
mujer; 

Abarca el número de sindicados que guardan prisión y sufren hacinamiento 
pudiendo haber optado por medidas desjudicializadoras con base en el 
principio de igualdad y libertad. 


Límites 


Casos de violencia contra la mujer que deben excluirse de la no aplicación de 
medidas desjudicializadoras para no seguir violando los principios de igualdad 
y libertad de los hombres; 

La inaplicabilidad de las medidas desjudicializadoras para los hombres por la 
comisión de delitos regulados en la Ley contra el Femicidio y otras formas de 
Violencia contra la Mujer; 

Falta de aplicación de medidas desjudicializadoras en los casos de femicidio y 
otras formas de violencia contra la mujer como parte de una política 
autoritaria; 

La ley contra el Femicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer está 


encaminada a proteger especialmente a la mujer. 
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6. MARCO TEÓRICO 


CAPÍTULO | 


1.1 Política criminal 


Política criminal para Marty, citado por Claudia de Paz y Paz es el conjunto de 
métodos por medio de los cuales el cuerpo social organiza las respuestas al 
fenómeno criminal. (Paz y Paz, 2003,p.38). 


Según Binder, política criminal es el conjunto de decisiones, instrumentos y 
reglas que orientan el ejercicio de la violencia estatal coerción penal hacia 
determinados objetivos. (Binder,2006, p.25). 


Para Berducido la política criminal es en consecuencia, el conjunto de 
decisiones relativas a los instrumentos, reglas, estrategias y objetivos que regulan la 
coerción penal. Y forma parte del conjunto de la actividad política de una sociedad. 
(Berducio,2015, p.6). 


Mientras que Jiménez de Asúa citado por Manuel Ossorio, la define como “el 
conjunto de principios fundados en la investigación científica del delito y de la eficacia 
de la pena, por medio de los cuales se lucha contra el crimen valiéndose tanto de los 
medios penales (pena) como de los de carácter asegurativo medidas de seguridad.” 
(Ossorio,1980, p.587). 


En términos generales, se entiende por política criminal a la actitud institucional 
que el Estado asume ante el fenómeno del crimen para prevenirlo, investigarlo y 
sancionarlo. La doctrina hace referencia al papel que desempeña el Congreso, la 
Policía, el Ministerio Publico, los Tribunales y los Centros Carcelarios; sin embargo, a 
la criminalidad en un país como Guatemala, no solamente se le debe responder con 
la represión que las instituciones mencionadas puedan ejercer, sino más bien el 


enfoque debe estar planteado desde la prevención criminal procurando mejorar las 
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condiciones de vida, facilitando educación, salud, alimentación, trabajo y vivienda, 


entre otros, que en esta fase de la historia deberán ser las condiciones mínimas de 


vida humana. 


Mediante la política criminal se diseña e implementa el ejercicio del poder y la 
soberanía estatal sobre la violencia, se determinan las acciones jurídicas penales del 
ejercicio legítimo de la fuerza y es la forma en que el Estado garantiza o no los 
derechos de la ciudadanía y desarrolla los principios fundamentales del Estado de 
Derecho. 


1.1.1 Fines 


La política criminal es una de las políticas de Estado y como tal, su 
implementación comprende a todas las ramas del poder público, trasciende en el 
tiempo a los cambios de gobierno y de funcionarios y no puede cambiarse ante 
hechos de trascendencia mediática, sino que debe ofrecer seguridad jurídica a la 
población. 


La política criminal debe ocuparse de reducir la criminalidad o la delincuencia al 


mínimo posible, como parte de la política general del gobierno. 


Claus Roxin, propone que constituye el objeto principal de la política criminal 
La cuestión de cómo debe tratase a las personas que atentan contra las reglas 
básicas de la convivencia social y con ello lesionan o ponen en peligro al individuo o 
a la comunidad...(Roxin,1993, p. 302). 


Por su parte, Hulsman y Bernat de Celis explican que la política criminal 


persigue el gobierno de un país en lo que concierne a: 


a) La aplicación del derecho penal 
b) La revisión del derecho penal 
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c) La prevención de la delincuencia 


d) La administración de la justicia criminal (comprendiendo la policía) 
e) El tratamiento al delincuente. (Hulsman y Bernat, 1984. p.11). 


A consideración personal, los fines de la política criminal son los planteamientos 
de ideas o cambios a seguir frente a los delitos que dan lugar a la creación o 
perfeccionamiento de la normativa penal. Es decir, que la principal función de la 
política criminal, es contrarrestar el crimen, usando el área judicial, así como políticas 


preventivas y represivas. 


Debe ejecutarse mediante la articulación de todas las instituciones de la 
administración pública, en especial por aquellas que tienen incidencia en la 
prevención, investigación, sanción y reinserción social tanto a nivel nacional, como 


regional, departamental, municipal y comunitario. 


Por otra parte, también debe promover la participación de otros países de la 
región centroamericana, por ejemplo, en el abordaje de la criminalidad organizada, 
orientando la suscripción de instrumentos de cooperación con otros países, para 
enfrentar de una manera apropiada con una estrategia regionalizada los fenómenos 


criminales. 


Una política criminal debe buscar fortalecer el cumplimiento de los diferentes 
convenios y tratados internacionales en materia de seguridad y justicia, así como de 
aquellas organizaciones de la sociedad civil que brinda su aporte desde el control 


social informal. 


En síntesis, el objetivo de la política criminal, debe ser, disminuir los índices de 
criminalidad y violencia social mediante la implementación y creación de estrategias 
de prevención, investigación, sanción y reinserción social, que permita el desarrollo 
integral, la convivencia social armónica y seguridad ciudadana para los habitantes 
del país. 
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1.1.2 Modelos de política criminal 


A través del tiempo, la política criminal ha adoptado diversos modelos, lo que se 
debe a la concepción que se tiene del tema y a la forma de manifestar el poder, así 
como de los conceptos que comprende de autoridad, libertad e igualdad. 


Según Binder , Todos los modelos de política criminal trabajan sobre estos tres 
conceptos, y solo variarán en cuanto al contenido y el papel que le asignen a cada 
uno de ellos, siendo los modelos los siguientes: autoritario, liberal, igualitario y 


democrático (Binder,2006, p.13), los que se explican a continuación: 
1.1.2.1 Autoritario 


Este modelo de política criminal se caracteriza por que  subordinan 
completamente los principios de libertad y de igualdad al principio de autoridad, por 
lo que el alcance de la política criminal prácticamente no tiene límites. Siendo así, 
una política criminal que no establece sus propios límites es necesariamente 


autoritaria. 
1.1.2.2 Liberal 


Este modelo se basa en la idea de que todo ejercicio de este tipo de política 
tiene necesariamente límites absolutos. Dicha limitación no es por imposibilidad, sino 
más bien a veces una política no llega a realizarse plenamente debido a la 
resistencia de los ciudadanos. Es decir que los límites vienen de afuera. 


La política criminal liberal, se caracteriza por tomar decisiones de auto 
limitación. Esta autolimitación se basa en los principios de legalidad e incertidumbre, 
es decir, en la idea de que el ejercicio de la política criminal debe ser racional 
limitado. Este modelo liberal da preeminencia al principio de libertad por sobre el de 
autoridad y el de igualdad. 

10 
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1.1.2.3 Igualitario 


El modelo igualitario se preocupa particularmente por el hecho de que a veces, 
la injusticia funciona para algunos individuos de la sociedad no para todos. Su 
objetivo primordial es establecer un sistema igualitario, donde la política criminal 
conceda un trato similar a todos los ciudadanos que se encuentren en idénticas 


condiciones. 
1.1.2.4 Democrático 


Es concebida como un conjunto articulado de lineamientos de carácter 
estratégico, para incidir, desde la prevención, en las estructuras sociales que puedan 
mejorar la condición política, económica, social, educativa y cultural, a fin de reducir 
o evitar la comisión de hechos delictivos, potenciando las condiciones que permitan 
una efectiva prevención del delito, la construcción de una cultura de legalidad y 
tolerancia ciudadana, teniendo como aliados a los medios de comunicación, 
fortaleciendo a las demás instituciones estatales encargadas de la persecución penal 
e investigación criminal, a fin de evitar la impunidad y la corrupción, así como 
garantizar condiciones efectivas de tratamiento y retorno al contexto social, para las 


personas que hayan infringido la ley. (Alarcón, 2016, p.35). 


Es decir, que la política criminal democrática, se encarga de articular la 
investigación criminal a través de generar mecanismos más adecuados de uso de la 
información, planifica acciones estratégicas a nivel nacional y regional y selecciona 
casos para enfrentar los distintos fenómenos criminales, particularmente de las áreas 
con problemas que requieren prioridad de conformidad con las condiciones 
específicas de los distintos departamentos y su incidencia criminal. 


También se orienta hacia decisiones efectivas que permitan afrontar la 
corrupción y la impunidad, mejorando las capacidades de las instituciones, la 
formación de sus empleados y funcionarios, definiendo además mecanismos más 
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eficientes para el control disciplinario, evaluación de desempeño y reclutamientt 


personal. 


Respecto a la sanción, una política criminal democrática plantea racionalizar el 
uso de la pena privativa de libertad, considerando la intensidad de la lesión a los 
bienes jurídicos que afecta a la convivencia armónica, las condiciones articulares del 
autor del hecho delictivo, así como la necesidad de fortalecer los mecanismos de 
resolución alterna de conflictos y ampliar las alternativas de sanción previstas en la 


legislación penal. 


Y, respecto a la reinserción social, articula los esfuerzos que se llevan a cabo 
desde otras políticas, orientados a disminuir el hacinamiento carcelario, mejorar las 
condiciones de reclusión, generar mecanismos que posibiliten el cumplimiento del fin 
resocializador y rehabilitador de la sanción y políticas para el retorno al contexto 
social. 


1.1.3 Ejes 


Explica Alarcón que los ejes de la política criminal son: “prevención, 
investigación, sanción y reinserción.” (Alarcón,2016), los cuales se explican a 


continuación: 


1.1.3.1 Prevención 


Es el enfoque que procura desarrollar acciones articuladas entre las 
instituciones del Estado, la sociedad civil, sector académico, autoridades indígenas, 
sector privado, entre otras, orientadas a disminuir o evitar que un hecho delictivo o 


violento ocurra, actuando sobre las causas del crimen y la violencia. 


Tiene como objetivo abordar de manera integral el conjunto de factores 
sociales, económicos y culturales que inciden en la comisión de hechos delictivos, 
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fenómenos criminales priorizados, con participación de los diferentes actores 
estatales, organizaciones de la sociedad civil, autoridades indígenas, sector 
académico y el sector privado, entre otros. 


1.1.3.2 Investigación 


Es el proceso objetivo y científico, articulado e integral encaminado a descubrir 
la verdad de los hechos criminales y atribuir la responsabilidad o inocencia de los 


implicados, que involucra acciones interdisciplinarias. 


Son varios los objetivos de la investigación, entre los que se puede mencionar 


los siguientes: 


a) Potenciar y concentrar la investigación criminal para la averiguación de la 
verdad, con un modelo coordinado y articulado entre las entidades competentes 
bajo la dirección del Ministerio Público, para evitar la duplicación y dispersión de 
esfuerzos, observando siempre el principio de objetividad, legalidad, 
razonabilidad y respeto a los derechos humanos; 

b)  Abordar los fenómenos violentos y delitos priorizados, bajo la lógica de la 
investigación criminal, criminológica, criminalística y de persecución penal 
estratégica, nacional y regional; 

c) Potenciar el carácter científico de la investigación criminal, mejorando las 
capacidades técnicas y presupuestarias del Instituto Nacional de Ciencias 
Forenses de Guatemala; 

d) Garantizar una adecuada investigación de los hechos vinculados con las 
violaciones de derechos humanos, que incluyan las ocurridas en el contexto del 
conflicto armado interno, así como las cometidas por cuerpos ilegales y 
aparatos clandestinos de seguridad, crimen organizado y grupos de pandillas; 

e) Establecer una articulación efectiva entre los mecanismos de investigación del 
sistema de justicia oficial y el de las autoridades indígenas; 
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f) Garantizar que la investigación de los hechos delictivos cometidos 
adolescentes en conflicto con la ley penal se lleve a cabo bajo el estricto 
cumplimiento del sistema de derechos y garantías otorgados por la legislación 
interna y los principios del derecho internacional, minimizando el uso del 


sistema judicial. 


1.1.3.3 Sanción 


Consiste, en la consecuencia que se deriva de la infracción de la norma penal, 
que tiene incidencia en la convivencia social armónica, y que debe orientarse a 
remediar los efectos de dicha transgresión, atendiendo las condiciones particulares 
de quien realiza el hecho y en proporcionalidad a la afectación del bien jurídico 
lesionado. Los objetivos de la sanción incluyen: 


a) Sanciones penales alternativas orientadas a retribuir el daño causado a las 
víctimas del delito y el retorno al contexto social de la persona infractora de la 
ley penal; 

b)  Revertir el enfoque de populismo punitivo y el derecho penal del enemigo en la 
legislación penal; 

c) Humanizar la imposición y cumplimiento de la sanción penal; 

d) Promover la flexibilización y diversificación de la reacción penal para los 
adolescentes en conflicto con la ley penal. 


1.1.3.4 Reinserción 
Consiste en el proceso mediante el cual el Estado promueve mecanismos para 
garantizar condiciones integrales de tratamiento para la rehabilitación e integración 


social de las personas que egresan del sistema penitenciario, evitando que vuelvan a 


delinquir. Dentro de sus objetivos, se encuentran: 
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privadas de libertad y quienes egresan de prisión, así como quienes cumplieron 
un trabajo comunitario impuesto por autoridades indígenas, no vuelvan a 
delinquir; 

b) Lograr que el egreso de los centros de privación de libertad de los adolescentes 
en conflicto con la ley penal sea consecuencia lógica de un proceso de 
aprendizaje enriquecedor de capacidades y disposiciones personales. 


1.1.4. Elementos 


Según la Corte Constitucional de Colombia; algunos de los elementos que 


integran una política criminal son: 


a) La definición de bienes jurídicos a proteger y los tipos penales, teniendo en 
cuenta la protección de los derechos y libertades fundamentales de las 
personas; 

b) El régimen sancionatorio y los procedimientos de protección de los bienes 
jurídicos en materia de derechos humanos; 

c) Los criterios para aumentar la eficiencia de la administración de justicia tales 
como medidas de descongestión judicial para fomentar el acceso a la justicia, 
promover la justicia material y resocialización de las personas condenadas, 
entre otros; 

d) Mecanismos para la protección de las personas que intervienen en el proceso 
penal; 

e) La regulación de la detención preventiva y en general del régimen carcelario; 

f) Los términos de prescripción de la acción penal.” (Corte Constitucional, 2003, 
sentencia 873). 


Dichos elementos deben ser desarrollados en las diferentes etapas de diseño, 
ejecución y seguimiento de la política criminal. Según la Corte Constitucional de 
Colombia. En la primera etapa, que es la de diseño, corresponde al Estado 
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considerar todos los aspectos de la política y delinearla en relación con los interk 
del Estado, para lo cual debe “establecer sus elementos constitutivos, definir la 
relación entre ellos, ordenar prioridades, articular sus componentes de una manera 
inteligible para sus destinatarios, programas de qué forma, por qué medios, y a qué 
ritmo se alcanzarán las metas trazadas.”( Corte Constitucional, 2003, sentencia 87). 


La definición de los mecanismos de articulación y coordinación entre los 
diferentes elementos de la política es un asunto fundamental que debe ser 
observado con especial atención, pues de este depende la eficacia de la misma. 


En la elaboración del diseño es conveniente la participación de diversas 
perspectivas, tanto de entidades de gobierno como legislativas, judiciales y de 
control, así como de la sociedad civil, que permitan aportar diferentes análisis de la 
problemática y determinen responsabilidades para la ejecución. 


La tercera etapa que es la de seguimiento de la política criminal, se refiere a las 
acciones institucionales que realiza el Estado para dar cumplimiento o ejecutar la 
política, es la puesta en marcha de los compromisos fijados en la política para cada 
una de las instituciones. Al respecto, señala la Corte Constitucional colombiana que 
la ejecución puede realizarse a través de “leyes de desarrollo, capacitación de 
funcionarios responsables de su ejecución, provisión de la infraestructura física y 
técnica para ponerla en práctica, apropiación de recursos públicos para financiar todo 
lo anterior...” (Corte Constitucional, 2003, sentencia 873). 


Como puede observarse, el alto tribunal reitera que la política criminal no 
concluye con la expedición de normas que la formulen, sino que están involucradas 
múltiples acciones institucionales que permitan intervenir efectivamente la 


criminalidad. 
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Durante y con posterioridad a la etapa de implementación, se encuenti 
etapa de seguimiento. Este momento de la política es primordial, y en él se miden 
los impactos de la política, el grado de eficacia de las acciones adelantadas por el 
Estado, el nivel de correspondencia con la garantía y protección a los derechos 
fundamentales de las personas y la reducción o aumento de la criminalidad entre 
otros asuntos. Los resultados que sean arrojados en la etapa de seguimiento y 
evaluación permitirán proyectar nuevas acciones institucionales que permitan 
superar las falencias existentes o reforzar aquellas actuaciones que efectivamente 


aportaron a los fines democráticos de la política. 


1.1.5 Características 


Prieto Echeverría explica que en los textos especializados se encuentran 
coincidencias al señalar las características de la Política Criminal (Echeverria,2011, 
p.2), entre estas se pueden mencionar que la política criminal debe ser: 


a)  Pluralista: Porque en la actividad delictiva influyen múltiples factores 
relacionados también con situaciones o condiciones diversas, que demandan 
tener en cuenta varios métodos y varias vías o caminos para la obtención del fin 
propuesto; 

b) Dinámica: Porque debe tener en cuenta los cambios sociales y las variaciones 
que surgen y se producen tanto en la naturaleza, la sociedad como en el 
individuo; 

c)  Multidisciplinaria: Porque debe ser una obra colectiva de  politólogos, 
criminólogos, economistas, sociólogos, médicos, psicólogos y de juristas, dado 
que no debe depender sólo de las apreciaciones de estos últimos sino de las de 
un colectivo; 

d)  Realista: Porque debe basarse en hechos observados y comprobados en forma 
científica, y adecuarse a las necesidades de la colectividad de forma que pueda 
llevarse a cabo con los medios disponibles o con los que se puedan crear, es 
decir, no debe ser empírico ni improvisado; 
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e) Democrática: Debe evolucionar desde el humanismo individual, al socia 
humanista; 

ft Política: Debe dedicarse a poner fin a las injusticias culturales, políticas, 
sociales y económicas; 

9) Internacional: Debe tener en cuenta las experiencias y resultados de otras 


latitudes y países. 


1.1.6 Poder penal 


El poder penal indiscutiblemente debe formar parte de una política criminal. 
Tiene dos formas de realizarse, en ocasiones predominando una u otra y otras veces 


integrándose. Dichas formas son las conductas prohibidas y los estados peligrosos. 


a) Conductas prohibidas 


Según Ramírez, las conductas prohibidas varían de sociedad en sociedad y de 
tiempo en tiempo y lo que hoy está prohibido, quizá no lo fue ayer y tal vez no lo será 
mañana al menor puede ser que se modifique la graduación del castigo en la 
conducta prohibida. (Ramírez,2006, p.20). 


Por su parte, Binder explica que por ello siempre existirán diferencias de 
criterio, tanto en sentido sincrónico —entre uno y otras sociedades en el mismo 
momento- como en sentido diacrónico —entre uno y otro momento de una misma 
sociedad. (Binder,2006, p.31) 


Un ejemplo claro de despenalización es el adulterio, que en algún momento fue 
prohibido, pero ahora ya no lo es, o bien aquellos bienes jurídicos que no eran 
protegidos antes, pero que ahora la sociedad considera que deben ser protegidos 


penalmente, como el delito de discriminación. 
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b) Estados peligrosos 
Binder, define los estados peligros como todos aquellos actos que n6O 
constituyen infracciones propiamente dichas, sino que representan conductas 
disarmónicas o desviadas con relación al orden social general... aquí la política 
criminal se enfrenta con un problema muy grave. A lo largo de la historia, el 
punto en el cual esta política demostró su máxima capacidad para manipular el 
ejercicio de la violencia estatal no ha sido tanto la definición de infracciones, 
sino la de aquellos estados de conducta considerados peligrosos o desviados. 
(Binder,2006, p.31). 


A lo largo de la historia el poder coercitivo del Estado ha sido aplicado con 
mayor fuerza a los estados peligrosos que a las infracciones penales propiamente 


dichas. 


1.1.7 Principios rectores 
Según Alarcón Duque, los principios rectores de la política criminal son los que 


a continuación se resumen (Duque,2016, p.33 y 34). 


e La dignidad de la persona: Ubica al ser humano y su dignidad, así como el 
respeto a los derechos humanos como el eje central de las decisiones, 
fortaleciendo el principio de igualdad social y el reconocimiento de las 
diferencias; 

e La estatalidad de la política: Se reafirma el carácter institucional de la Política 
Criminal Democrática del Estado de Guatemala, garantizando su continuidad 
en el tiempo, ajena a los cambios políticos o relevo de los gobiernos; 

e Preeminencia de la prevención: Como principal herramienta para la atención 
de la violencia y la criminalidad, se enfatizan las acciones que reduzcan y 
eviten la comisión de delitos, lo cual permitirá al mismo tiempo evitar el colapso 
del sistema de justicia penal, por carecer de la capacidad para darle respuesta 
efectiva a los miles de casos que anualmente se presentan; 


e Intervención mínima: Se define el carácter de la intervención del Sistema de 
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Justicia Penal, como la última instancia de resolución de conflictos y sola 
para los casos más graves, impidiendo además que se causen más daños. En 
este contexto, se reconoce el carácter social del fenómeno delictivo y los 
factores multicausales que intervienen; 

División de roles institucionales y responsabilidades compartidas: Se reafirma y 
garantiza el rol del Ministerio de Gobernación como responsable del manejo de 
la seguridad interior y del Ministerio de la Defensa de la seguridad exterior, de 
conformidad con el contenido de los Acuerdos de Paz y la Ley Marco de 
Seguridad Nacional; 

Diversidad y pluriculturalidad: Se reafirma y respeta el carácter multiétnico, 
multilingúe y pluricultural de la sociedad guatemalteca. Se reconoce y 
promueve a las autoridades indígenas, así como su sistema de justicia en 
general; 

Victimización secundaria: Es todo acto realizado por personal del sistema de 
justicia que cause daños físicos o psicológicos a la víctima de un hecho 
delictivo, con ocasión o al momento de practicar actuaciones de atención, 
asistencia jurídica, investigación o cualquier intervención del sistema de 
justicia; 

Derechos de las personas en condiciones de vulnerabilidad: Se reconocen los 
derechos de las poblaciones  vulnerabilizadas, que incluyen niñez, 
adolescencia, mujeres, personas adultas mayores, personas con discapacidad, 
personas privadas de libertad, pueblos indígenas, migrantes y personas 
lesbianas, gays, bisexuales, transexuales e intersexuales; 

Promoción del diálogo de las partes en conflicto: Se promueve el diálogo y el 
entendimiento en los conflictos derivados de las demandas sociales de los 
habitantes del país, evitando la criminalización de sus líderes y lideresas, 
cuando sus planteamientos sean basados en el principio de legalidad; 
Publicidad y rendición de cuentas: Se declara que la población tiene un libre 
acceso a los contenidos, fines, resultados y actores de los actos de las 
instituciones públicas, para facilitar su control, aplicando el principio de 


transparencia y rendición de cuentas, contando con un espacio de difusión 
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pública; 
Enfoque de sistema: Se fortalece la visión holística e integral de justicia, para 
que los distintos actores concurran de forma coordinada y estructurada en la 
atención de necesidades de la población; 

Investigación y estudio: Se declara de necesidad prioritaria, la promoción de la 
indagación y análisis de las causas que generan los delitos, sobre la base de 
un enfoque criminológico, multidisciplinario e integral, que permita la adecuada 
comprensión del fenómeno criminal, sin cuyo conocimiento pleno es imposible 
abordar su tratamiento, considerándose para este efecto la participación de 
expertos y universidades nacionales e internacionales; 

Fortalecer las estrategias de seguridad a nivel regional centroamericano: Se 
reconoce la importancia de suscribir acuerdos en el Marco del Sistema de 
Integración Centroamericana SICA, tales como el proyecto de modernización 
de la legislación contra la delincuencia organizada, así como promover por 
parte de los ministerios públicos centroamericanos y del Caribe, una política de 
investigación y persecución penal regional. De igual forma, la celebración 
constante de reuniones entre cuerpos policiales para el intercambio de 
información de inteligencia relacionada con el crimen organizado y la 
conformación de un archivo regional de huellas dactilares, balísticas; 

Respeto e incorporación de convenios internacionales: Se respeta el principio 
de convencionalidad, implementando y respetando los compromisos adquiridos 
por el Estado, con la ratificación de los convenios y tratados internacionales, 
armonizando los compromisos en materia de derechos humanos con los 
mecanismos penales para la represión y erradicación de la criminalidad. Al 
reconocer el principio de convencionalidad como uno de los fundamentos 
filosóficos de la política, el Estado deberá realizar todos los esfuerzos 
necesarios para dar cumplimiento a los compromisos internacionales 
adquiridos, en el contexto de la persecución de los hechos de criminalidad 
organizada, violaciones a los derechos humanos cometidos en el contexto del 
conflicto armado interno y aseguramiento de los derechos de las poblaciones 


en general y particularmente a las vulneradas. 
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1.1.8 Marco jurídico nacional e internacional de la política criminal 


El marco legal que debe sustentar una política criminal se encuentra en los 
Artículos 1, 2 y 134 incisos a) y b), 151, 165 y 251 de la Constitución Política de la 
República de Guatemala, Ley Marco del Sistema Nacional de Seguridad, Tratado 
Marco de Seguridad Democrática de Centroamérica, Acuerdos de Paz e 
Instrumentos del Derecho Internacional en materia de Seguridad y Justicia suscritos 


por el país. 


Asimismo, debe apoyarse en el compromiso firmado por los presidentes de los 
organismos Ejecutivo, Legislativo y Judicial y Fiscal General y Jefe del Ministerio 
Público de la República, el 22 de septiembre de 2014, en el que se estableció la 
obligación de formular una Política Criminal Democrática del Estado, como política 


pública. 


La Constitución Política de la República de Guatemala como norma superior y 
orientadora del ordenamiento jurídico, es la que fundamenta cualquier decisión en 
materia de política pública, específicamente porque reconoce y garantiza los 
derechos fundamentales y libertades inherentes a la persona y establece que es el 
fin supremo del Estado lograr el bien común. El Estado se organiza para proteger a 
las personas, su vida, libertad, intimidad, seguridad, sus bienes y efectos personales, 
logrando con ello la plenitud del individuo dentro de la sociedad. 


El Estado de Guatemala ha asumido obligaciones internacionales para 
garantizar los derechos humanos de sus habitantes, orientadas a desarrollar las 
medidas legislativas y las acciones de otro carácter para proteger y garantizar el 
pleno ejercicio de los derechos humanos, tal como lo establece la Convención 
Americana de Derechos Humanos en sus Artículos 1 y 2. Para garantizar ese 
ejercicio, se debe contar con garantías judiciales y protección judicial, tal como lo 
establecen los artículos 8 y 25, para procesar, enjuiciar y sentenciar a quienes hayan 
violentado derechos humanos. 
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Para proteger el pleno disfrute de los bienes jurídicos fundamentalef 
Constitución Política permite al Estado ejercer el monopolio de la investigación, e 
ejercicio del ¡us puniendi, y en aquellos delitos de acción privada, la administración 
de la justicia. Para atender estos mandatos una política criminal debe formularse 
basada en el respeto de la Carta Magna y el ordenamiento jurídico del país y debe 
elaborarse promoviendo la participación de las instituciones a cargo de la prevención, 
investigación, juzgamiento, sanción, aplicación de penas, rehabilitación y reinserción 
social en el ámbito penal, siendo el Ministerio Público el ente articulador, dada su 
función de velar por el estricto cumplimiento de la ley, como lo establece el Artículo 


251 de la Constitución Política de la República de Guatemala. 


En el Artículo 134 de la Constitución Política se reconoce la descentralización y 
autonomía de determinados entes, los cuales actúan por delegación del Estado. 
Establece como obligaciones mínimas de los municipios y de todas las entidades 
autónomas y descentralizadas, entre otras, coordinar su política con la política 
general del Estado y, en su caso, con la especial del ramo a que corresponda. Esta 
disposición constitucional sustenta el deber de colaboración que señala que tanto los 
municipios como las instituciones autónomas o descentralizadas, deben participar en 
la formulación y ejecución de políticas de Estado, como lo es la Política Criminal del 


Estado de Guatemala. 


El Tratado Marco de Seguridad Democrática en Centroamérica también es 
parte de política criminal, el cual está vigente desde diciembre del 2005. Este 
instrumento rescata y promueve, entre otros, valores vinculados con el respeto, 
promoción y tutela de los derechos humanos, fortalecimiento del poder civil, 
pluralismo político, superación de la pobreza extrema, promoción del desarrollo 
sostenible. 


Otro punto de referencia lo constituye la Ley Marco del Sistema Nacional de 
Seguridad, Decreto Número 18-2008, cuyo objeto es establecer las normas de 
carácter orgánico y funcional, necesarias para la realización coordinada de las 
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actividades de seguridad interior, exterior y de inteligencia, por parte del Estady 


Guatemala. 


En el ámbito del Derecho Penal Internacional el país ha ido adoptando, dentro 
del marco de la Organización de las Naciones Unidas, de la Organización de los 
Estados Americanos —OEA- y en estructuras sub regionales, como el Sistema de 
Integración Centroamericana SICA y con la Unión Europea, convenios multilaterales 
y bilaterales. En buena parte, estos tratados y convenios internacionales en materia 
penal surgen como una necesidad de combatir eficazmente delitos transnacionales 


que afectan a la sociedad global. 


Por otra parte, la Ley del Organismo Judicial regula la estructura normativa del 
orden jurídico interno y el Artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacional de 
Justicia establece la estructura normativa que existe en el orden internacional, la cual 
incluye tratados, normas de Derecho Internacional consuetudinario y principios 
generales del derecho, estableciendo como fuentes auxiliares, a la jurisprudencia y la 


doctrina internacional. 


Los Artículos 46 y 204 de la Constitución Política de la República de Guatemala 
establece que los tratados internacionales ratificados por el Estado son considerados 
normas internas del país, indicando que cuando son en materia de derechos 


humanos tienen preeminencia sobre el derecho ordinario. 


Es importante resaltar que en los tratados de Derecho Penal Internacional, 
también se establecen ciertas figuras penales, tanto la jurisdicción territorial, como la 
extraterritorial y en adición, la llamada jurisdicción complementaria establecida en la 


Corte Penal Internacional conocida como el Estatuto de Roma. 


En síntesis, para formular la Política Criminal del Estado de Guatemala, es 
preciso considerar las normas de derecho interno en armonía con los convenios y 
tratados internacionales ratificados por el país en materia penal. Dichos instrumentos 


24 


ytN CAR, 


y 


$ COORDINACION 
E CARRERA DE 
“Y ABOGACIA Y 

NOTARIADO 















yeN CARLO 
niv 
y Er, A 


son referentes fundamentales para la política criminal, pues son los relacionado 
la tutela de los derechos humanos y la protección de las poblaciones vulneradas; en 
tal sentido, el Artículo 44 de la Constitución Política de la República reafirma que los 
derechos fundamentales y garantías que otorga no excluyen otros que aunque no 


figuren expresamente en ella, son inherentes a la persona humana. 
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2.1 Derecho penal y protección a la mujer 


El derecho penal desde el punto de vista subjetivo (JusPuniendh, es según los 
maestros y autores guatemaltecos de Mata Vela y de León Velasco: La facultad de 
castigar que tiene el Estado como único ente soberano, determinando los delitos, 
señalar, imponer y ejecutar las penas correspondientes o las medidas de seguridad. 
(De Mata Vela y De León Velasco, 1996, p.6). 


Mientras tanto, desde el punto de vista objetivo (JusPoenale), el Derecho penal 
es el conjunto de normas jurídico-penales que regulan la actividad punitiva del 
Estado, que determinan en abstracto los delitos, las penas y las medidas de 


seguridad. (Mata Vela y de León Velasco, 1996, p. 6). 


Según explica la autora, Margarita Bonet Esteva respecto a la protección de las 
mujeres por el Derecho Penal que inicialmente las mujeres no eran contempladas 
como titulares de derechos propios que pudiera ejercer como ciudadana ante el 
Estado incipiente. (Bonet,2010, p.27). 


Es importante conocer las leyes en materia penal que amparan a la mujer en 


Guatemala, entre las que se encuentran: 


a) Constitución Política de la República 

El Artículo 4 consagra el derecho de libertad e igualdad el cual establece que en 
este país todos los seres humanos son libres e iguales en dignidad y derechos, 
tienen iguales oportunidades y responsabilidades y nadie puede ser sometido a 
servidumbre ni a otra condición que menoscabe su dignidad. Es decir que la igualdad 
se concibe como base para afirmar que el hombre y la mujer gozan de toda clase de 
igualdades: Igualdad ante la justicia, igualdad ante la ley, igualdad de oportunidades, 
de trabajo. El principio constitucional de igualdad no pretende que todos los seres 
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humanos sean iguales entre sí, lo que pretende es la desigualdad de trato a, 
resolver con justicia situaciones desiguales. Los privilegios de cualquier clase atentan 
contra el trato desigual en que se basa la igualdad pues esta debe respetarse ante 
cualquier norma jurídica. 
b) Ley contra el Femicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer, Decreto 

Número 22-2008 del Congreso de la República de Guatemala 

Dicha ley tiene como objeto garantizar la vida, la libertad, la integridad, la 
dignidad, la protección y la igualdad de todas las mujeres ante la ley, y de la ley, 
particularmente cuando por condición de género, en las relaciones de poder o 
confianza, en el ámbito público o privado quien agrede, cometa en contra de ellas 
prácticas discriminatorias, de violencia física, psicológica, económica o de 
menosprecio a sus derechos. El fin es promover e implementar disposiciones 
orientadas a la erradicación de la violencia física, psicológica, sexual, económica o 
cualquier tipo de coacción en contra de las mujeres, garantizándoles una vida libre 
de violencia, según lo estipulado en la Constitución Política de la República e 
instrumentos internacionales sobre derechos humanos de las mujeres ratificados por 
Guatemala. Según el Artículo 2 de la ley en mención, la misma se aplicará cuando 
sea vulnerado el derecho de la mujer a una vida libre de violencia en sus diferentes 
manifestaciones, tanto en el ámbito público como en el privado. El Artículo 7 regula el 
delito de violencia contra la mujer. El mismo estipula que la persona responsable del 
delito de violencia física o sexual contra la mujer será sancionada con prisión de 
cinco a doce años, de acuerdo con la gravedad del delito, sin perjuicio de que los 
hechos constituyan otros delitos estipulados en leyes ordinarias. También regula que 
la persona responsable del delito de violencia psicológica contra la mujer será 
sancionada con prisión de cinco a ocho años, de acuerdo a la gravedad del delito, sin 
perjuicio de que los hechos constituyan otros delitos estipulados en leyes ordinarias 
c) Ley contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas 

Tiene por objeto prevenir, reprimir, sancionar y erradicar la violencia sexual, la 
explotación y la trata de personas, la atención y protección de sus víctimas y resarcir 


los daños y perjuicios ocasionados. 
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d) Protocolo de la Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia Cont 
Mujer. 

En el Protocolo de la Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia 
Contra la Mujer, también aparece la explicación que “Este documento es histórico 
porque contribuye a reivindicar los derechos de las mujeres, ya que por muchos años 
en nuestro país ha prevalecido una cultura androcentrista y misógina, por lo que 
resulta necesario establecer mecanismos para proteger sus derechos.” 

e) Convenciones, Protocolos, Declaraciones y Enmiendas internacionales, entre 
las que se encuentran los siguientes: 

e Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer “Convención de Belém Do Pará”; 

e Convención Internacional para la Supresión de la Trata de Mujeres y Menores; 

e Convención Interamericana sobre Concesión de los Derechos Civiles ala Mujer; 

e Convención Interamericana sobre Concesión de los Derechos Políticos a la 
Mujer; 

e Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 
mujer; 

e Enmienda al Párrafo 1 del Artículo 20 de la Convención sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; 

e Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer; 

e Convención sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada; 

e Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer; 

e Declaración Sobre la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer; 

e Declaración Sobre la Eliminación de la Violencia Contra la Mujer; 

e Convención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la 
enseñanza; 

e Convención sobre Igualdad de Remuneración; 

e Convención Internacional para la Represión de la Trata de Mujeres y Menores; 


e Protocolo que modifica el Convenio para la represión de la trata de Mujeres y 
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Menores del 30 de septiembre de 1921 y el Convenio para la represión e, 
Trata de Mujeres Mayores de edad, del 11 de octubre de 1933; 

e Convención Internacional relativa a la represión de la trata de Mujeres Mayores 
de edad; 

e Convención sobre el consentimiento para el Matrimonio, la edad mínima para 
contraer matrimonio y el registro de los matrimonios; y, 

e Declaración sobre la protección de la Mujer y el Niño en estados de emergencia o 


de conflicto armado. 
2.1.1 Definición de derecho penal 


Se ha definido el derecho penal desde el punto de vista subjetivo y desde el 
punto de vista objetivo, división que se considera sigue siendo válida, pues es así 
como puede comprenderse como se manifiesta el derecho penal para regular la 
conducta humana y mantener el orden jurídico, por medio de la protección social 


contra el delito. 


Explican los autores De Mata Vela y De León Velasco que el derecho penal, 
desde el punto de vista subjetivo (juspuniendi). Es la facultad de castigar que tiene el 
Estado como único ente soberano; es el derecho del Estado a determinar los delitos, 
señalar, imponer y ejecutar las penas correspondientes o las medidas de seguridad 
en su caso. Si bien es cierto la potestad de penar no es un simple derecho, sino un 
atributo de la soberanía estatal, ya que es al Estado con exclusividad a quien 
corresponde esta tarea ninguna persona (individual o jurídica), puede arrogarse 
dicha actividad que viene a ser un monopolio de la soberanía de los Estados.(De 
Mata Vela y De León Velasco, 1994, P.4). 


Se deduce entonces que el derecho penal subjetivo es la facultad de hacer o no 


hacer una cosa. 
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León Velasco explican que el derecho penal. Es el conjunto de normas jurídico” 
penales que regulan la actividad punitiva del Estado, que determinan en abstracto los 
delitos, las penas y las medidas de seguridad, actuando a su vez como un dispositivo 
legal que limita la facultad de castigar del Estado, a través del principio de legalidad, 
de defensa o de reserva que contiene nuestro Código Penal en su Artículo 1*. 
(Nullum Crimen, Nulla Poena, sine Lege), y que se complementa con el Artículo 7*. 


del mismo código (Exclusión de Analogía). (De Mata Vela y De León Velasco,1994, 
p.4). 


Es decir que el derecho penal objetivo, material o sustantivo, es la ley, regla o 


norma que nos manda, que permite o que prohíbe. 


Por otra parte, el autor Hurtado Pozo explica que. El derecho penal como parte 
del derecho en general, es utilizado para controlar, orientar y planear la vida en 
común. Mediante él, se determinan y definen ciertos comportamientos, los cuales no 
deben ser realizados o, queridos o no, deben ser ejecutados. A fin de conseguir que 
los miembros de la comunidad omitan o ejecuten, según el caso, tales actos, se 


recurre a la amenaza de una sanción. (Pozo,1987.p.10) 


Para Jiménez de Asúa citado por Manuel Ossorio, el derecho penal es conjunto 
de normas y disposiciones jurídicas que regulan el ejercicio del poder sancionador y 
preventivo del Estado, estableciendo el concepto del delito como presupuesto de la 
acción estatal, así como la responsabilidad del sujeto activo y asociando a la 
infracción de la norma una pena finalista o una medida aseguradora. (De 
Asúa,1980,p.238). 


Fontán Balesta, también citado por Manuel Ossorio, dice que “es la rama del 
ordenamiento jurídico que contiene las normas impuestas bajo amenaza de sanción.” 


(Ossorio,1980,p.238). 
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para poder establecer y conservar aquellas condiciones necesarias para el normal 
buen desenvolvimiento de la vida en sociedad, el cual incluye la facultad de castigar 
a los autores de infracciones punibles, señalando cuáles son éstas, contemplando 
así los dos principales aspectos del Derecho Penal: la determinación de los hechos 


delictivos y la sancionabilidad de los mismos. 


2.1.2 Naturaleza jurídica 


La naturaleza jurídica del derecho penal se refiere al lugar donde éste nace y la 
ubicación que tienen dentro de las diferentes disciplinas jurídicas que pueden ser de 


derecho privado o de derecho público. 


Explican los autores De Mata Vela y De León Velasco que “El hecho que 
algunas normas de tipo penal o procesal penal, puedan dar cierta intervención a los 
particulares en la sustanciación del proceso o en la iniciación del mismo por la clase 
de delito que se trate, no es ninguna justificación válida para pretender situar al 
Derecho Penal dentro Derecho Privado (como el Derecho civil y el Derecho 
Mercantil); la venganza privada como forma de reprimir el delito, dejando a los 
particulares hacer su propia justicia, ha sido formalmente desterrada del Derecho 
Penal Moderno, y si bien es cierto que aún pueden darse algunos casos en nuestro 
medio, esto no solo es ilegal sino absurdo en una sociedad civilizada y jurídicamente 
organizada, donde solamente al Estado corresponde determinar los delitos y 
establecer las penas o medidas de seguridad.” (De Mata Vela y De León 
Velasco, 1994, p.6). 


El derecho penal es una rama del derecho público interno que tiende a proteger 


intereses individuales y colectivos, ya sean públicos o sociales. 


Para los autores De Mata Vela y De León Velasco la tarea de penar impone 
una medida de seguridad es una función típicamente pública que solo corresponde al 
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Estado como expresión de su poder interno producto de su soberanía, ademá qe 
que la comisión de cualquier delito (privado, público o mixto) genera una relación 
directa entre el infractor y el Estado que es el único titular del poder punitivo, en tal 
sentido, consideramos que el derecho penal sigue siendo de naturaleza jurídica 
pública. (De Mata Vela y De León Velasco, 1994,p.6). 


2.1.3 Contenido 


El derecho penal o la ciencia del derecho penal, para el estudio de su contenido 
que es el delito, el delincuente, la pena y las medidas de seguridad, tradicionalmente 
se ha dividido en dos partes, que coinciden también con la división de la mayor parte 
de códigos penales del mundo, entre ellos el guatemalteco. Esas partes son: La 
parte general del derecho penal y la parte especial de derecho penal. 


Lo concerniente al derecho penal guatemalteco se encuentra regulado 
principalmente en el Código Penal, contenido en el Decreto Número 17-73 y sus 
reformas contenidas en los Decretos 36-1980, 62-1980, 2-1996, 20-1996, 38-2000, 
9-2009, 23-2001, 31-2012, 8-2014, 45-2016, 49-2016 del Congreso de la República. 


La parte general del derecho penal se ocupa de las diferentes instituciones, 
conceptos, principios, categorías y doctrinas relativas al delito, al delincuente, a las 
penas y las medidas de seguridad. El libro primero del Código Penal guatemalteco 
se ocupa de tal contenido. 


La parte especial del derecho penal se ocupa de regular los ilícitos penales 
propiamente dichos, es decir los delitos y las faltas, así como las penas y medidas de 
seguridad que han de aplicarse a quienes los cometen. El libro segundo y tercero del 
Código Penal se ocupa de tal contenido. 


32 


PEmarn.C 









ytN CAR, 


0; 
UNIVEZ, o 
/ 


2.1.4 Fines 


El fin del derecho penal, es mantener el orden jurídico previamente establecido 
y su restauración a través de la imposición y la ejecución de la pena, cuando es 


afectado por la comisión de un delito. 


Es decir que le corresponde castigar los actos delictivos que lesionan o ponen 
en peligro intereses individuales, sociales o colectivos, de ahí el carácter sancionador 
del derecho penal. 


El derecho penal también tiene como finalidad ser preventivo y rehabilitador, 
incluyendo entonces dentro de sus fines últimos la objetiva prevención del delito y la 
efectiva rehabilitación del delincuente para reinsertarlo a la sociedad como un ente 
útil a ella. 


No se puede negar que cuando se plantea la misión que desempeña en 
sociedad el Derecho Penal, el primer objeto de análisis que tiende a establecerse es 


la pena. 


La sanción penal, caracterizada por su contundencia frente a otros medios de 
organización social u otro tipo de sanciones jurídicas, es en buena medida la carta de 
presentación del Derecho Penal, así como su factor diferenciador esencial frente a 


otras instancias de control. 


No obstante, existe la tendencia de distinguir los fines de la pena de los fines 
del Derecho Penal, estableciéndose en un orden jerárquico de medios a fines. 


Puede decirse entonces que el fin de la pena es la prevención de acciones, 
pero este fin sólo es, a su vez, medio para un fin ulterior, el del Derecho Penal, 


consistente en la protección de bienes jurídicos. 
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2.1.5 Características 


El derecho penal cuenta con ciertas características, según explican autores 
tales como Sebastián Soler (Soler,1982) y De Mata Vela y De León Velasco (De 
Mata Vela y De León Velasco, 1,994), las cuales se resumen a continuación: 


a) Es normativo: Está compuesto por normas que son preceptos que contienen 
mandatos o prohibiciones encaminadas a regular la conducta humana, es decir 
a regular el deber ser de las personas dentro de una sociedad jurídicamente 
organizada. Para el efecto los Estados crean leyes penales; 

b) Es positivo: El derecho penal vigente es aquel que el Estado ha promulgado 
precisamente para poder aplicarlo; 

c) Es público: Como ya se explicó en uno de los párrafos anteriores, la naturaleza 
jurídica del derecho penal es el derecho público, ya que es el Estado el titular 
exclusivo del mismo y sólo a este corresponde la facultad del establecimiento 
de los delitos y de las penas, así como de las medidas de seguridad y de 
desjudicialización que correspondan; 

d) Es valorativo: Porque presume una valoración de las amenazas penales 
mediante las cuales son protegidos ciertos bienes e interés jurídicamente 
apreciados como la vida, el honor, el patrimonio. Es decir que el derecho penal 
valora la conducta del hombre; 

e) Es finalista: Puesto que persigue como finalidad resguardar el orden 
jurídicamente establecido, a través de la protección contra el crimen; aplicar las 
sanciones cuando corresponda y procurar la rehabilitación del responsable de 
la comisión del delito; 

f Es fundamentalmente sancionador: Porque impone determinadas sanciones 
penales a quienes infringen las normas prohibitivas e imperativas; 

g) Es preventivo y rehabilitador: Porque no solo sanciona, sino además persigue la 


prevención del crimen, así como rehabilitación del delincuente. 
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2.1.6 Protección a la mujer en el derecho penal guatemalteco 


Guatemala cuenta con dos leyes de carácter penal, como principales 
encargadas de la protección a la mujer. Dichas leyes son la Ley contra el Femicidio 
y otras formas de Violencia contra la Mujer, así como la Ley para Prevenir, Sancionar 


y Erradicar la Violencia Intrafamiliar. 


La Ley contra el Femicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer, 
contenida en el Decreto Número 22-2008 del Congreso de la República de 
Guatemala. El bien jurídico tutelado de dicha ley es la vida, la libertad, la integridad, 
la dignidad, la protección y la igualdad de todas las mujeres ante la ley, 


principalmente por condición de género. 


La Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar, contenida 
en el Decreto Número 97-96 del Congreso de la República de Guatemala. El bien 
jurídico tutelado de dicha normativa es la vida, la integridad, la seguridad y la 
dignidad. El Estado de Guatemala a través del Artículo 47 de la Constitución Política 
de la República, garantiza la protección social, económica y jurídica de la familia, y 
contribuye a la construcción de familias basadas en la igualdad y el respeto a la 
dignidad humana de hombres y mujeres, tal como puede leerse en el preámbulo de 
la Constitución Política de la República. 


2.1.7 Disposiciones internacionales sobre discriminación de la mujer 


En el ámbito latinoamericano, el reconocimiento del derecho humano de las 
mujeres a una vida libre de violencia y discriminación deriva de la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 


conocida como la Convención de Belém do Pará. 


Dicho instrumento en su Artículo 3, prevé que “toda mujer tiene derecho a una 
vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado”. Este derecho 
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incluye, además, según el Artículo 6: “a. el derecho de la mujer a ser libre de Yoga 





forma de discriminación, y b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de 
patrones estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas 
en conceptos de inferioridad o subordinación.” 


Toda vulneración del derecho humano de las mujeres a vivir libres de violencia 
constituye también una afectación de otros derechos humanos tales como la vida, la 
integridad y la libertad entre otros, por tanto, “la violencia contra la mujer representa, 
en primer lugar y primordialmente, un problema de derechos humanos.” (CIDH, 
2003). 


La Convención de Belém do Pará define la violencia contra la mujer, en su 
Artículo 1, como “cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause 
muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito 
público como en el privado” y obliga a los Estados parte a adoptar medidas para 
erradicar la violencia contra las mujeres cometida en cualquiera de los ámbitos de su 


vida y entendida como una grave violación de sus derechos humanos. 


Por otra parte, el derecho a la no discriminación deriva de instrumentos 
internacionales tales como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en 
su Artículo 26; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
en su Artículo 2; la Convención Americana de Derechos Humanos en sus Artículos 1 
y 24; y especialmente de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer, CEDAW por sus siglas en inglés, que la define en su 
Artículo 1 como: “Toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que 
tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio 
por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del 
hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las 


esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.” 


36 


ytN CAR, 


$ COORDINACION 
E CARRERA DE 
Y  ABOGACIA Y 

NOTARIADO 


4 
PEmarn. 


La anterior definición es relevante para comprender el fenómeno de la viol 
y la discriminación contra las mujeres, en tanto un acto discriminatorio se da cuando 
la distinción, restricción o exclusión basada en el sexo tiene por objeto o resultado 
afectar sus derechos, sea intencional o no, ya sea por acción u omisión. Se trata de 
prácticas o actuaciones inscritas en un contexto de imaginarios y construcciones 
sociales de subordinación e inferioridad de las mujeres que legitiman la violencia en 
su contra y por tanto se hace necesario considerar todas aquellas actitudes, usos o 


circunstancias en que se presenta la desigualdad de género para transformarlas. 


2.1.8 Políticas diferenciadoras de las cuestiones de género 


El Estado está obligado a garantizar a las mujeres el derecho humano a una 
vida libre de violencia y discriminación y en aquellos casos en que no lo logra, es 
responsable de su vulneración. Es decir, en todos los casos, independientemente de 
la calidad de los agresores, en tanto hechos susceptibles de prevención y conocidos 
en un contexto de violencia y discriminación contra las mujeres, está comprometida 


la responsabilidad del Estado. 


El Estado debe orientarse a la búsqueda de la igualdad en la defensa de los 


intereses de las mujeres respecto a los hombres, respetando la diferencia. 


2.1.8.1 Política de igualdad 


Conforme el principio constitucional de igualdad de persona, todas las personas 
son iguales. Persigue la plena ciudadanía de las mujeres y la aplicación igualitaria 
de los instrumentos jurídicos, incluido el penal, lo que supone la supresión de normas 
protectores, inspiradas en una tutela de la debilidad de las mujeres y la normalización 
en la concepción de sus derechos. La intervención del derecho penal con penas 
graves pretende poner de manifiesto la opresión que han sufrido por tanto tiempo las 


mujeres. 
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2.1.8.2 Política de la diferencia 


En el plano penal en materia de agresiones, han destacado las de carácter 
sexual que sufren las mujeres, lo que expresa el conflicto entre los dos sexos, la 
pretensión del hombre de utilización y sometimiento de la mujer. El derecho penal fue 
construido a imagen del hombre y para resolver los conflictos entre hombres, quienes 
por mucho tiempo fueron los únicos protagonistas en la vida pública, marcando así la 
diferencia sexual no como una cuestión biológica, sino política que privilegia 


determinadas relaciones y construcciones sociales 


2.1.9 Mujer, principio de igualdad y derecho penal 


A partir de una exagerada importancia que se da a las diferencias biológicas 
reales se construyen características, actitudes y roles para cada sexo. Mientras que 
de los varones se espera un comportamiento agresivo, racional, fuerte y activo, de 
las mujeres se espera el comportamiento contrario, es decir que sean dulces, 
pacíficas, emocionales, pasivas y hogareñas. Es decir que esas son las 


características que conforman el ideal de lo masculino y lo femenino. 


La distinción entre el sexo y género a través del tiempo ha sido muy importante 
ya que ha permitido entender que los roles y características que se le atribuyen a 
cada sexo son diferentes. Es importante entender que esa construcción no es 
imparcial porque siempre ha privilegiado a los hombres y que por ende para que 
pueda darse la igualdad jurídica entre hombres y mujeres ha sido indispensable a 
través del tiempo ir eliminando los privilegios basados en el sexo de que gozan los 
hombres. 


Es así como conforme ha transcurrido el tiempo las mujeres han pasado a ser 
incluidas y contempladas por los principios jurídicos que fundamentan las leyes, en 
este caso, del código penal, así como códigos u otras leyes de tipo penal, según 
evoluciona el contexto histórico y social. 


38 


ytN CAR, 











yeN CARLO 
UN IVES * o 
Y 
¿S COORDINACION > 
E CARRERA DE 2 
Y ABOGACIA Y % Z 
NOTARIADO 2 
« A 
NA (9 » 
ATT 


intereses igualmente diversos. La concepción de igualdad que ha predominado en e 










El tema de igualdad ha sido abordado desde diversas perspectivas yWe 


desarrollo del derecho es como una respuesta al fenómeno de la discriminación, 
pues la igualdad se concibe como un principio de justicia y esta a la vez consiste en 
igualdad para los todos. La expresión de igualdad supone su configuración como 


igualdad de trato para todos. 


Desde el punto de vista de género, puede decirse que todas las leyes, todas las 
políticas y todo el que hacer humano tienen que ver con este porque no han sido 
neutrales. Por eso es que si se desea establecer la igualdad entre mujeres y 
hombres es necesario entender cómo el género masculino ha sido el patrón o 


estándar contra el que se mide la igualdad o la desigualdad del género femenino. 


Se considera que lo que debe prevalecer el hablar de igualdad jurídica, es que 
todas las personas, sin importar si son hombres o mujeres deben gozar de los 
mismos derechos y obligaciones, aunque durante mucho tiempo atrás las leyes 
fueron creadas para los hombres, excluyendo así de su protección a las mujeres. 


A criterio personal, la aspiración de las leyes debe ser siempre basada en la 


igualdad de los sexos en el goce de los derechos humanos que cada cual necesite. 


2.1.10 Políticas criminales y legislativas 


No debe olvidarse que cuando existe un problema donde haya uno o varios 
criminales, así como agraviados, éste debe ser objeto de regulación del sistema 
penal, sobre todo si su gravedad es tal que ya no presenta una solución mejor que 
pueda satisfacer a las partes implicadas y a la sociedad. De ahí precisamente la 


necesidad de crear políticas criminales y legislativas. 


Como parte de las políticas criminales y legislativas en América Latina, ya son 
ocho los países que han aprobado hasta el año 2012, leyes que tipifican el asesinato 
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Chile, Costa Rica, México, Perú, El Salvador, Guatemala y Nicaragua. 


La tipificación de ese delito obedece a la obligación de los Estados de adecuar 
sus legislaciones a los instrumentos internacionales, pero también al incremento del 
número de muertes de mujeres y crueldad con la que se producen, a la ausencia de 
tipos penales especiales para describir adecuadamente el asesinato de mujeres 
basado en razones de odio, deprecio y relaciones asimétricas de poder entre 
hombres y mujeres, así como a los altos índices de impunidad. 


Con la aprobación de las leyes encaminadas a proteger a la mujer, los países 
se proponen desarrollar una política criminal con perspectiva de género que 
fortalezca, por un lado, las estrategias de persecución y sanción de los responsables 
de los hechos de violencia contra las mujeres y, de otro, garantice la reparación y 
compensación de las víctimas. El objetivo de reducir la impunidad de manera que la 
justicia penal cumpla con su función de prevención especial y general de la 


criminalidad. 


2.1.11 Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la Mujer 


Los motivos por los que fue creada la Ley contra el Femicidio y otras Formas de 
Violencia contra la Mujer tiene fundamento legal en los Artículos 1 y 2 de la 
Constitución Política de la República, que establecen que el Estado de Guatemala se 
organiza para proteger a la persona y a la familia y que su fin supremo es la 
realización del bien común, siendo deber del Estado además, garantizar a los 
habitantes de la República la vida, la libertad, la justicia, la seguridad, la paz y el 
desarrollo integral de la persona. Asimismo, los Artículos 3 y 4 constitucionales 
estipulan que el Estado garantiza y protege la vida humana desde su concepción, así 
como la integridad y la seguridad de la persona; y que en Guatemala todos los seres 
humanos son libres en dignidad y derechos; que el hombre y la mujer, cualquiera que 
sea su estado civil, tienen iguales oportunidades y responsabilidades, prohibiéndose 
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que ninguna persona pueda ser sometida a servidumbre ni a otra condición 


menoscabe su dignidad. 


Es ampliamente reconocido que los derechos de las mujeres, fueron 
concebidos históricamente como un particular del universal masculino y bajo una 
concepción de las mujeres como ciudadanas de segunda categoría, concepción con 
tal arraigo que pese a la sanción de instrumentos jurídicos internacionales de 
derechos humanos con disposiciones relevantes para la protección de las mujeres 
contra actos de violencia, en Guatemala las mujeres siguen siendo víctimas de 


violencia, llegando a su mayor expresión en los asesinatos de mujeres. 


También se hace mención en la exposición de motivos de la Ley en mención 
que los principales instrumentos internacionales de derechos humanos que toman 
como punto de partida la desigualdad y discriminación histórica hacia las mujeres, 
son la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra 
las Mujeres, el Protocolo Facultativo del Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer y la Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer, mismos que han sido ratificados por el Estado de 
Guatemala. 


En particular, la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer genera para los Estados ratificantes, compromisos 
tendientes a la aprobación de acciones para eliminar la discriminación contra las 
mujeres, la toma de medidas que ayuden a alcanzar la igualdad entre las mujeres y 
los hombres, a cambiar las costumbres y creencias que ayudan o que contribuyen a 
mantener la discriminación hacia las mujeres. Por tanto, promueve la armonización 
legislativa, comprometiendo a los Estados Parte a adoptar políticas públicas y 


medidas legislativas adecuadas. 


Por último, las actitudes tradicionales, según las cuales se subordina a las 
mujeres o se les atribuyen funciones estereotipadas reproducen y mantienen 
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prácticas que conllevan violencia y ésta pone en peligro la vida y la salud d 
mujeres. La violencia contra la mujer constituye un acto de discriminación y es una 


violación de los derechos humanos. 


Las razones expuestas y en virtud del aumento de violencia contra las mujeres 
en los últimos años en Guatemala y en cumplimiento a los compromisos adquiridos 
con la ratificación de convenios internacionales referentes a la discriminación, 
prevención, sanción y erradicación de la violencia contra la mujer, fue creada la Ley 
contra el Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la Mujer mediante el Decreto 
Número 22-2008 del Congreso de la República de Guatemala, el cual entró en 


vigencia en el mes de mayo del año dos mil ocho. 


Como ya se explicó en el presente trabajo, son ocho los países de América 
Latina que han tomado la decisión política de tipificar el asesinato de mujeres en 
determinadas circunstancias, denominándolo femicidio en algunos países y en otros, 
feminicidio. Por ejemplo: Chile, Costa Rica, Guatemala y Nicaragua lo denominan 


femicidio. 


Con base en la exposición de motivos y la realidad en la que se vive 
actualmente en el país, se considera que la Ley contra el Femicidio y otras Formas 
de Violencia Contra la Mujer tiene su fundamento en diversas circunstancias, entre 


las que destacan: 


a) La obligación de los Estados de adecuar su legislación a los instrumentos 
internacionales; 

b)  Elincremento de los casos de muertes de mujeres; 

c) La excesiva crueldad con que tales hechos se producen; 

d) La ausencia de tipos penales especiales para describir adecuadamente el 
asesinato de mujeres basado en razones de odio, desprecio y en todo caso 
como resultado de las relaciones asimétricas de poder entre hombres y 
mujeres; 
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e) Los altos índices de impunidad. 
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Con las leyes que se han ido creando para proteger a la mujer, los países 
pretenden desarrollar una política criminal con perspectiva de género, que fortalezca 
las estrategias de persecución y sanción de los responsables de los hechos de 
violencia en contra de las mismas y que garantice la reparación y compensación de 
las víctimas, con el objetivo de reducir la impunidad, de manera que la justicia penal 


cumpla con su función de prevención especial y general de la criminalidad. 


Por ejemplo, en El Salvador, Guatemala y Nicaragua, el delito de femicidio está 
incorporado en leyes especiales integrales que además de incluir otros tipos penales, 
establecen órganos especializados en materia penal para investigar y sancionar los 
delitos creados en la ley, y definen los mecanismos encargados de diseñar y ejecutar 
políticas públicas para prevenir, atender y proteger a las mujeres víctimas de hechos 


de violencia. 
La ventaja de contar con leyes integrales es que en ellas se incorporaran 


aspectos importantes para la comprensión y aplicación del delito de femicidio, y para 


su persecución, sanción y reparación. 
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CAPÍTULO lll 


3.1 Medidas desjudicializadoras en la Ley contra el Femicidio y otras formas 


de Violencia contra la Mujer 


Explica el licenciado Barrientos Pellecer, que la desjudicialización es la 
priorización en la atención judicial a los casos de trascendencia social. Los asuntos 
de menor importancia pueden ser tratados de manera sencilla y rápida. (Barrientos 
1993,p.144). Se trata de una forma de administrar justicia o una alternativa para 


evitar el ejercicio de la acción penal. 


Según el Instituto de la Defensa Pública Penal “La posibilidad de resolver 
conflictos que han sido calificados como delitos, a través de vías alternativas a la 
pena, rompe con el esquema tradicional del sistema de justicia guatemalteco, basado 
fundamentalmente en respuestas retributivas más que reparadoras. Esta innovación 
responde al modelo político criminal, tanto de la constitución como de los Acuerdos 
de Paz, en los cuales expresamente se establece la necesidad de promover 
mecanismos alternativos de resolución de conflictos...” (Instituto de la Defensa 
Pública Penal, 2003). 


Según la Licenciada Aura Marina Guadrón, “Los mecanismos de solución 
alternativos en Guatemala, encuentran vigencia con el Código Procesal Penal, 
Decreto 51-92 del Congreso de la República de Guatemala, el cual se orienta en 
doctrinas modernas que establecen la necesidad de aplicar estos mecanismos en 
casos menos graves y en los cuales el interés público no se encuentra afectado, 
permitiendo concentrar tiempo, recursos económicos y humanos en la persecución 
de delitos graves y crímenes organizados, utilizando para estos casos el 
procedimiento común u ordinario. El sistema de justicia penal actual plantea un 
panorama completamente diferente, produce un cambio en su sustentación, 
siguiendo una tendencia evolutiva, a diferencia del sistema anterior en el que el eje 
de la justicia, es decir, sus principales protagonistas fueron los jueces, trasladando el 
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protagonismo esencialmente a las partes.” (Guadrón, 2000). 


En Guatemala, las medidas desjudicializadoras y el principio de oportunidad 
son introducidos al sistema por el actual Código Procesal Penal, inspirado por 
corrientes procesales modernas. Según Villalta Ramírez respecto al principio de 
oportunidad explica que el mismo “pretende en alguna medida hacer frente al 
aumento de la pequeña y mediana criminalidad que se considera causa esencial del 
colapso de la administración de justicia consiguiendo a su vez, agilizar y simplificar el 
proceso penal. El principio de oportunidad tema aún polémico y permanente opinión 
discrepante, parte de su contraposición de la legalidad, por tanto, si éste significa que 
el órgano de la acusación está obligado a ejercitar la acción por todo hecho que 
revista caracteres de delito conforme a la ley, el de oportunidad debe referirse a 
cualquier excepción a esta obligación.” (Ramírez, 2003). 


La tramitación de las medidas de desjudicialización debe hacerse conforme a 
los principios del sistema acusatorio en audiencias orales y públicas, practicadas con 
la estricta mediación del Juez, quien debe atender y decidir directa y personalmente 
los asuntos sometidos a su conocimiento, después de recibir las solicitudes orales 


planteadas por las partes. 


Los Artículos 24 al 32 del Código Procesal Penal regulan la desjudicialización, 
institución en la que por su naturaleza pueden ubicarse el criterio de oportunidad, la 
conversión, la mediación y la suspensión condicional de la persecución penal, así 
como el procedimiento abreviado, el que permite a los fiscales graduar la solicitud de 
pena con motivo de la aceptación de los hechos por parte del imputado y debido a 
las circunstancias del hecho delictivo, por lo que también puede considerarse como 
una figura desjudicializadora, ya que responde al propósito de simplificación de 
casos penales. 
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3.1.1 Principios 


La doctrina procesal penal, enuncia tres principios fundamentales que son la 
base de la visión de las medidas alternas dentro del proceso. Esos principios son: 
racionalidad, practicabilidad y la efectividad, los cuales se explican a continuación. 


3.1.1.1. Racionalidad 


El Estado en el ejercicio de la persecución penal, invierte cuantiosos recursos 
con el objetivo de alcanzar resultados positivos y concretos. Es decir que la 
disminución de la violencia, la criminalidad social y tutelar los derechos de la víctima, 
actividad durante la cual llegan al sistema de justicia penal todos los conflictos de esa 
naturaleza generados en la sociedad, lo que a la vez ocasiona un caos procesal, 
pues es imposible resolverlos absolutamente todos, razón por la que atendiendo a la 
gravedad de los mismos, el sistema penal tiene que optimizar sus recursos a través 
de un proceso de selección racional, atendiendo los delitos más graves y de mayor 
impacto para la sociedad, por atentar contra bienes jurídicos de mayor jerarquía y así 
proveer otras soluciones alternas aquellos conflictos que no revisten tal impacto o 


gravedad, por lo que no se deben agotar muchos recursos para ello. 


3.1.1.2 Efectividad 


Este principio se basa en sostener criterios prácticos de selección de casos. El 
sistema penal es efectivo, si con positividad logra centrar su ámbito de actuación en 
casos de impacto o trascendencia social, y a la vez, obtiene resultados satisfactorios, 
entendido esto último la resolución de los mismos, lo cual conllevará a la disminución 
de la criminalidad social. En caso contrario, la actuación del sistema penal se 
circunscribiría a casos sin mayor importancia o gravedad, lo que a la vez provocaría 
saturación y por ende conduciría a la inefectividad que sería susceptible en los casos 


verdaderamente impactantes y graves. 
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3.1.1.3 Practicabilidad 


Este principio se refiere a un aspecto decisivo en la aplicación de la justicia, 
puesto que el derecho penal como el derecho procesal penal, deben cohesionarse 
de tal manera que su justa aplicación conduzca al mejoramiento de la efectividad del 


sistema penal de justicia. 


Como ya se comentó, es imposible perseguir todos los delitos penales y de ahí 
surge la importancia de realizar una selección adecuada y acertada de aquellos 
conflictos que impactan a la sociedad con el fin de lograr la efectividad del sistema, y 
es precisamente esa efectividad la que persigue la inclusión de las medidas 
desjudicializadoras, porque a través de la aplicación de las mismas se realiza una 


selección de casos de manera eficiente y no de forma desordenada. 


3.1.2 Formas de desjudicialización 


Para el jurista Barrientos Pellecer, la desjudicialización: es un mecanismo de 
tipo procesal que permite una selección controlada de casos que pueden resolverse 
sin necesidad de agotar las fases de un proceso normal. Su finalidad es encontrar la 
solución en forma acelerada y eficaz a las situaciones constitutivas de delitos cuando 
no se den los presupuestos para la aplicación de una pena, siempre tomando en 
cuenta el derecho de acceder a la justicia que tiene el afectado por el daño, 
interviniendo a través de salidas sencillas y rápidas. La desjudicialización es la 
institución procesal que permite una selección controlada de casos que pueden 
resolverse sin agotar las fases de un proceso penal normal. Su propósito es 
solucionar con prontitud aquellos casos en que, a pesar de haber sido cometido un 
delito, no existen las condiciones previstas para la aplicación de una pena, pero para 
proteger el derecho de acceso a la justicia y cumplir con la obligación de restaurar el 
daño ocasionado, el poder judicial interviene a través de actuaciones sencillas y 
rápidas. (Pellecer,1993,p.165). 
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Los principios o medidas de desjudicialización están en contraposición «gl 
PEmarn. 6 
principio de oficialidad, pues éste consiste en la facultad que tiene el Ministerio 
Público de acusar en los delitos de acción pública, por medio de la que le es 


permitido abstenerse, suspender, transformar o atenuar la acción penal pública. 
La utilidad de las medidas de desjudicialización es la siguiente: 


a) Solucionar el problema de la violación al principio o garantía de presunción de 
inocencia; 

b) Evitar que los órganos jurisdiccionales se saturen de trabajo y por ende los 
procesos sean más lentos; 

c) Erradicar o por lo menos reducir el hacinamiento carcelario; 


d) Propiciar la participación activa de los involucrados en la causa penal. 


La razón por la que fueron creadas las medidas desjudicializadoras es que los 
órganos jurisdiccionales se ocupen de conocer y resolver aquellos casos penales de 
gravedad y de alto impacto en la sociedad. Según el Código Procesal Penal 


guatemalteco son las siguientes: 


a) Conciliación 

b) Suspensión condicional de la persecución penal 
c) Criterio de oportunidad 

d) Remisión 

e) Conversión 

f) Mediación 


3.1.2.1 Conciliación 


La conciliación está regulada en el Artículo 25 Ter del Código Procesal Penal. 
A través de esta medida desjudicializadora, el juez debe ayudar a las partes a 
encontrar una solución equitativa, justa y eficaz para propiciar la solución del 
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conflicto, quien ejerce una función de facilitador en la comunicación y di 


constructivo entre las partes, quienes pueden asistir en compañía de sus abogados. 


3.1.2.2 Suspensión condicional de la persecución penal 


Explica Figueroa Sarti que consiste en la paralización del proceso penal bajo 
condición de un comportamiento que garantice el respeto del orden jurídico y de la 
resolución del conflicto penal. Procede como fórmula alterna a la suspensión 
condicional de la pena y se otorga por razones de economía procesal; pero, 
esencialmente por la falta de necesidad de rehabilitación del imputado, es decir de 
ejecutar una pena. (Sarti, 2007,p.LIX). 


Los requisitos para que pueda aplicarse la suspensión condicional de la 


persecución penal son los siguientes: 


a) Que se trate de delitos cuya pena máxima no sea mayor a cinco años de 
prisión o de delitos culposos sin impacto social; 

b) Que el favorecido no haya sido condenado previamente por delito doloso; 
cuando antes de la perpetración del delito, el beneficiado haya observado 
buena conducta y hubiere sido un trabajador constante, cuando la naturaleza 
del delito cometido, sus móviles y circunstancias, no revelen peligrosidad y 
pueda presumirse que no se volverá a delinquir, tal como lo dispone el Artículo 
72 del Código Penal. 


En todo caso el Ministerio Público debe acompañar a su solicitud la aceptación 
de los hechos por el imputado y los acuerdos celebrados entre las partes con 
respecto al pago de las responsabilidades civiles provenientes del delito. La 


resolución se dicta en una audiencia convocada para el efecto. 


La solicitud puede ser verbal o escrita pero siempre debe ir fundada y puede 
plantearse ante el juez de primera instancia durante el transcurso de la etapa 


49 












yeN CARLO 
niv 
y Er, %. 


S 
Y 
preparatoria y en el inicio de la intermedia, quien cita posteriormente a las p 


para establecer su procedencia. 
3.1.2.3 Criterio de oportunidad 


El criterio de oportunidad se encuentra regulado en el Artículo 25 del Código 
Procesal Penal, el cual puede ser otorgado por el Ministerio Público cuando éste 
considere que el interés público o la seguridad ciudadana no están gravemente 


afectados o amenazados, previo consentimiento del agraviado y autorización judicial. 


Los casos en los que se procede otorgar el criterio de oportunidad son los 


siguientes: 


1. Cuando se trata de delitos no sancionados con pena de prisión; 
Cuando se trata de delitos perseguibles por instancia particular; 
En los delitos de acción pública, cuya pena máxima de prisión no fuere superior 
a cinco años con excepción de los delitos tipificados en la Ley contra la 
Narcoactividad; 

4. — Cuando la responsabilidad del sindicado o su contribución a la perpetración del 
delito sea mínima; 

5. Cuando el inculpado haya sido afectado directa y gravemente por las 
consecuencias de un delito culposo y la pena resulte inapropiada; 

6. Se aplica por los jueces de primera instancia obligadamente a los cómplices o 
autores del delito de encubrimiento que presten declaración eficaz contra los 
autores de los delitos siguientes: contra la salud, defraudación, contrabando, 
delitos contra la hacienda pública, la economía nacional, la seguridad del 
Estado, contra la Constitución, contra el orden público, contra la tranquilidad 
social, cohecho, peculado y negociaciones ilícitas, así como en los casos de 


plagio o secuestro. 


Es decir que el criterio de oportunidad es una facultad que el Ministerio Público 
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puede ejercer, siempre bajo el control del juzgador, en aquellos casos q 


trascendencia social sea mínima, atendiendo las circunstancias especiales del caso. 


3.1.2.4 La remisión 


La remisión o condonación también puede catalogarse como una medida 
desjudicializadora, que consiste en la condonación de la obligación de pago de 
tributos causados y solo puede ser otorgada o concedida por el Presidente de la 
República, de conformidad con lo establecido en el Artículo 183, inciso r) de la 
Constitución Política de la República. 


3.1.2.5 La conversión 


Explica Barrientos Pellecer que es la facultad que se le confiere al Ministerio 
Público, a solicitud del agraviado, para cambiar o transformar en privada una acción 
pública derivada de hechos delictivos que producen bajo impacto social, o en los que 
puede considerarse que el pago de los daños y perjuicios es suficiente. El propósito 
esencial es hacer del agraviado el protagonista real de la acción que se encamina a 
la restauración del derecho penal y del pago de las responsabilidades civiles. 
(Barrientos 1993,p.70) 


La conversión está regulada en el Artículo 26 del Código Procesal Penal, el cual 
estipula: “Conversión. (Reformado por Artículo 4 Decreto 32-96). Las acciones de 
ejercicio público podrán ser transformadas en acciones privadas, únicamente 
ejercitadas por el agraviado conforme al procedimiento especial previsto y siempre 


que no produzcan impacto social, en los casos siguientes: 


1) Cuando se trate de los casos previstos para prescindir de la persecución penal, 
conforme el criterio de oportunidad; 

2) En cualquier delito que requiera de denuncia o instancia particular, a pedido del 
legitimado a instar, cuando el Ministerio Público lo autorice, porque no existe un 
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interés público gravemente comprometido y el agraviado garantiza 
persecución penal eficiente; 

3) En los delitos contra el patrimonio, según el régimen previsto en el inciso 
anterior, excepto cuando se trate de delitos de hurto y robo agravados, si en un 
mismo hecho hubiere pluralidad de  agraviados, será necesario el 
consentimiento de todos ellos, aunque sólo uno hubiera asumido el ejercicio de 


la acción penal”. 


A través de la conversión se logra la transformación de la acción penal pública 
en privada, puesto que el ejercicio de la misma ya no está a cargo del Ministerio 
Público, sino en manos del agraviado. 


Después de convertida la acción penal, ya no es posible solicitar que se 
convierta a acción pública, porque el haber desistido de la acción penal pública 
provoca el sobreseimiento de la misma, tal como lo establece el Artículo 482 del 
Código Procesal Penal. La acción penal se tiene por transformada cuando el tribunal 
de sentencia haya admitido la querella. 


3.1.2.6 La mediación 


El propósito básico de la mediación es procurar y lograr que prevalezca el 
diálogo entre las partes, buscando la racionalización plena del conflicto, a través del 


intercambio de argumentos para una solución entre los interlocutores. 


Esta es una forma de desjudicialización apropiada para personas que tienen 
interés común en conciliar, por lo que es factible suponer que la contradicción los 
lleve a encontrar una solución del conflicto de manera satisfactoria para ambas 


partes. 
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Es posible que el imputado y el agraviado recurran a la mediación, siempre 


Ministerio Público y en los delitos de instancia particular y de acción privada. Dicha 
medida puede practicarse ante los jueces, las autoridades reconocidas por la 
comunidad o centros especializados, con la observancia siempre de no violar la 
Constitución Política de la República y los Derechos Humanos establecidos en 
tratados internacionales. El acuerdo debe quedar asentado en un acta, la que debe 
ser traslada al juez de paz de la localidad, quien en una breve resolución lo aprueba, 
con lo que dicho convenio adquiere validez de título ejecutivo. 


3.1.3 Aplicación de las medidas desjudicializadoras en la Ley Contra el 


Femicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer. 


La Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la Mujer, no 
permite aplicar medidas desjudicializadoras de criterio de oportunidad, mediación ni 


la suspensión condicional de la persecución penal, por los siguientes motivos: 


3.1.3.1 Criterio de oportunidad 


El criterio de oportunidad no es aplicable en estos delitos, ya que en ningún 
momento se puede invocar que sean delitos culposos, pues la violencia en sus 
distintas manifestaciones es premeditada, planeada y ejecutada con todas las 
circunstancias agravantes, consideradas en la legislación penal y en la citada Ley. 


Se debe considerar que estos delitos lesionan y amenazan la seguridad social, 
ya que, si la victima directa es la mujer, por ende, las hijas, hijos y familia en general 
sufren las consecuencias del hecho ilícito. 


El numeral 3) del Artículo 25 del Código Procesal Penal, taxativamente denota 
la inaplicabilidad del criterio de oportunidad, toda vez que los delitos contenidos en la 
Ley contra el Femicidio y otras formas de violencia contra la mujer, cuentan con 
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8 años) 


3.1.3.2 Mediación 


No procede la aplicación de la mediación y conciliación en los procesos que se 
instruyan por el delito de femicidio, sobre todo por el bien jurídico protegido, el 
impacto social de este tipo de delitos y las Convenciones Internacionales de la 
CEDAW y Belem do Pará en las que se fundamenta la Ley Contra el Femicidio y 


otras Formas de Violencia contra la Mujer. 


3.1.3.3 La suspensión condicional de la persecución penal 


En el delito de femicidio no es aplicable la medida desjudicializadora de 
suspensión condicional de la persecución penal, porque la violencia contra la mujer 
no podría catalogarse como una agresión culposa, ya que esta es por lo regular 
premeditada, cíclica y repetitiva y siendo así puede decirse que ha habido una 
conducta eminentemente dolosa del imputado, pues es en las relaciones violentas 
donde la mujer ha sufrido agresión en diversas formas y tiempo antes de la ejecución 


del hecho delictivo por el cual acusa. 
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CAPÍTULO IV 


4.1 Política criminal frente a las medidas desjudicializadoras en delitos de 


violencia contra la mujer 


En Guatemala existe la Coordinadora Nacional para la Prevención de la 


Violencia Intrafamiliar y contra las Mujeres (CONAPREV!]), el cual es un mecanismo 


institucional de coordinación y asesoría e impulso de políticas públicas para la 


prevención, sanción y erradicación de la violencia intrafamiliar y la violencia contra 


las mujeres. Se integra por el sector público y privado. 


La Coordinadora Nacional para la Prevención de la Violencia Intrafamiliar y en 


Contra de la Mujer, según el Artículo 11 del Reglamento de la Ley para Prevenir, 


Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar, contenido en el Acuerdo Gubernativo 


No 831-2000 del presidente de la República, tiene las siguientes atribuciones: 


a) 


Impulsar las políticas públicas y su ejecución, relacionadas con la prevención, 
atención, sanción y erradicación de la violencia intrafamiliar y en contra de la 
mujer, a nivel nacional y dictar las disposiciones que se requieran para su 
implementación; 

Gestionar las asignaciones presupuestarias para su propio funcionamiento, así 
como para la implementación efectiva de las políticas públicas que 
corresponden a su objeto; 

Vigilar el cumplimiento de la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer; 

Elaborar en forma participativa con las entidades que la conforman y otras que 
conozcan el tema, los informes nacionales ante la Comisión Interamericana de 
Mujeres, a que se refiere el Artículo 10 de la Convención relacionada en el 
inciso anterior; 

Cumplir y hacer que se cumpla la Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia Intrafamiliar; 
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(Reformado por el Artículo 3 Acuerdo Gubernativo 417-2003). Elaborar un 
estratégico nacional cada cinco años y un plan operativo anual de labores; 
Coordinar y asesorar a las instituciones competentes de conformidad con el 
texto de la Ley y este Reglamento, en las acciones que de acuerdo con ellos 
tienen que llevar a cabo, a fin de evitar la duplicidad de esfuerzos y la 
indefensión de las personas afectadas; 

Fomentar y recomendar la modificación de prácticas consuetudinarias que 
eliminen la persistencia o la tolerancia de la violencia intrafamiliar y contra la 
mujer; 

Recomendar la modificación de los patrones socioculturales de conducta de 
hombres y mujeres, inclusive el diseño de programas de educación formal y no 
formal, apropiados para todos los niveles del proceso de enseñanza 
aprendizaje, con el fin de contrarrestar prejuicios, costumbres y todo tipo de 
prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad de cualquiera de los 
sexos o en los estereotipos para el hombre y la mujer que legitiman o 
exacerban la violencia de unos hacia otros; 

Fomentar la educación y capacitación del personal de la administración de 
justicia, de la Policía Nacional Civil y de las personas responsables de la 
aplicación de la Ley, así como de aquellas personas encargadas de la 
elaboración y ejecución de las políticas públicas que la impulsen; 

Estimular programas educativos gubernamentales y del sector privado, 
tendientes a concientizar a la población sobre la necesidad de prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar y en contra de la mujer, sobre las 
acciones legales y el derecho a la reparación que corresponde a la persona 
agraviada; 

Incentivar a los medios de comunicación para que elaboren directrices 
adecuadas de difusión y contribuyan así a prevenir y erradicar la violencia 
intrafamiliar y en contra de la mujer en todas sus formas y manifestaciones y, en 
especial, a realzar el respeto a la dignidad humana; 

Estimular la investigación y recopilación de estadísticas e información pertinente 
sobre las causas, consecuencias, efectos y frecuencia de la violencia 
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intrafamiliar y en contra de las mujeres, con el fin de evaluar e implementa 
medidas estatales; 

n) Promover, con la cooperación nacional e internacional, el impulso de planes, 
programas y proyectos, encaminados a proteger el derecho a una vida sin 
violencia y el intercambio de ideas y experiencias sobre el tema; 

o) Ofrecer alternativas de tratamiento y rehabilitación a las personas agresoras, 
tomando en cuenta, entre otras cosas, su doble condición de haber sido 
afectadas en su edad temprana por la violencia y de ser agresoras en la edad 
adulta; 

p) Intervenir en casos de coacción y amenazas contra las personas que 
denuncien, tramiten la denuncia o que se ocupen de brindar asesorías, atención 
y/o alberguen a las personas afectadas; 

q) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le corresponda para el 
cumplimiento de su cometido, de conformidad con la Constitución Política de la 
República de Guatemala, los Convenios y Tratados Internacionales en materia 
de violencia intrafamiliar y contra la mujer, la Ley, este reglamento y otras 


disposiciones aplicables.” 


4.2 Creación del protocolo de la Ley contra el Femicidio y otras formas de 


Violencia contra la Mujer 


El protocolo de la Ley contra el Femicidio y Otras Formas de Violencia contra la 
Mujer surge de la necesidad manifestada de la sociedad como diferentes 
organizaciones dedicadas a la defensa de los derechos de las mujeres. La propuesta 
de creación fue formulada por la Cámara Penal de la Corte Suprema de Justicia, en 


pro de que la justicia sea pronta y cumplida. 


Dicho documento fue elaborado para viabilizar y brindar herramientas prácticas 
a los encargados de administrar justicia, pues es a quienes corresponde realizar la 
interpretación y aplicación de la ley contra el femicidio y otras formas de violencia 
contra la mujer y sobre todo, hacer que la misma cumpla con sus objetivos. 
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El objetivo de su creación es proporcionar al sistema de justicia 


las mujeres a quienes garantiza una tutela judicial efectiva dentro del marco de los 


derechos humanos y la perspectiva de género. 


Los objetivos específicos del instrumento en mención son: 


e Proporcionar una respuesta interinstitucional efectiva e integral, ante los ilícitos 
penales cometidos en contra de la mujer y establecidos en la Ley Contra el 
Femicidio y Otras Formas de Violencia Contra la Mujer; 

e Proporcionar un marco teórico-práctico de referencia en cuanto a la aplicación e 
interpretación legal de la Ley, desde la perspectiva de los derechos humanos de 
las mujeres; 

e Establecer pautas concretas que faciliten la aplicación de la Ley, en beneficio de 
mujeres víctimas de delito, permitiendo una maximización de los recursos, la 
prestación del servicio por parte del personal encargado en la atención, 


atendiendo a los principios de calidad, celeridad y ética.” (2,008, punto 3.2). 


4.3 Casos en los que procede la comisión de los delitos contemplados en la 


Ley contra el Femicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer. 


La Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la Mujer regula 
los siguientes delitos: femicidio, violencia contra la mujer, la que puede ser física, 


sexual o psicológica, y violencia económica. 


El delito de femicidio, según el Artículo 6 de la Ley contra el Femicidio y otras 
Formas de Violencia Contra la Mujer procede cuando “quien, en el marco de las 
relaciones desiguales de poder entre hombres y mujeres, diere muerte a una mujer, 


por su condición de mujer, valiéndose de cualquiera de las siguientes circunstancias: 
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Haber pretendido infructuosamente establecer o restablecer una relació a ' 
pareja o de intimidad con la víctima; 
Mantener en la época en que se perpetre el hecho, o haber mantenido con la 
víctima relaciones familiares, conyugales, de convivencia, de intimidad o 
noviazgo, amistad, compañerismo o relación laboral; 

Como resultado de la reiterada manifestación de violencia en contra de la 
víctima; 

Como resultado de ritos grupales usando o no armas de cualquier tipo. 

En menosprecio del cuerpo de la víctima para satisfacción de instintos 
sexuales, o cometiendo actos de mutilación genital o cualquier otro tipo de 
mutilación; 

Por misoginia; 

Cuando el hecho se cometa en presencia de las hijas o hijos de la víctima; y, 
Concurriendo cualquiera de las circunstancias de calificación contempladas en 
el Artículo 132 del Código Penal. 


Dicho Artículo 132 del Código Penal se refiere al delito de asesinato, el cual 


establece que “Comete asesinato quien matare a una persona: 


Con alevosía; 

Por precio, recompensa, promesa, ánimo de lucro; 

Por medio o en ocasión de inundación, incendio, veneno, explosión, 
desmoronamiento, derrumbe de edificio u otro artificio que pueda ocasionar 
gran estrago; 

Con premeditación conocida; 

Con ensañamiento; 

Con impulso de perversidad brutal; 

Para preparar, facilitar, consumar y ocultar otro delito o para asegurar sus 
resultados o la inmunidad para sí o para copartícipes o por no haber obtenido el 
resultado que se hubiere propuesto al intentar el otro hecho punible; 

Con fines terroristas o en desarrollo de actividades terroristas...” 
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otras Formas de Violencia Contra la Mujer estipula que “Comete el delito de violencia 
contra la mujer quien, en el ámbito público o privado, ejerza violencia física, sexual o 


psicológica, valiéndose de las siguientes circunstancias: 


a. Haber pretendido, en forma reiterada o continua, infructuosamente, establecer o 
restablecer una relación de pareja o de intimidad con la víctima; 

b. Mantener en la época en que se perpetre el hecho, o haber mantenido con la 
víctima relaciones familiares, conyugales, de convivencia, de intimidad o 
noviazgo, amistad, compañerismo o relación laboral, educativa o religiosa; 
Como resultado de ritos grupales usando o no armas de cualquier tipo; 

d. En menosprecio del cuerpo de la víctima para satisfacción de instintos 
sexuales, o cometiendo actos de mutilación genital; y, 


e. Por misoginia...” 


Mientras que el delito de violencia económica procede cuando “quien dentro del 
ámbito público o privado, incurra en una conducta comprendida en cualquiera de los 


siguientes supuestos: 


a.  Menoscabe, limite o restrinja la libre disposición de sus bienes o derechos 
patrimoniales o laborales; 

b.  Obligue a la mujer a suscribir documentos que afecten, limiten, restrinjan su 
patrimonio o lo pongan en riesgo; o que lo eximan de responsabilidad 
económica, penal, civil o de cualquier otra naturaleza; 

c.  Destruya u oculte documentos justificativos de dominio o de identificación 
personal, o bienes, objetos personales, instrumentos de trabajo que le sean 
indispensables para ejecutar sus actividades habituales; 

d. Someta la voluntad de la mujer por medio del abuso económico al no cubrir las 
necesidades básicas de ésta y la de sus hijas e hijos; 

e. Ejerza violencia psicológica, sexual o física sobre la mujer, con el fin de 
controlar los ingresos ó el flujo de recursos monetarios que ingresan al hogar. 
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7. MARCO REFERENCIAL 


7.1. Delimitación del problema 


Desde que entró en vigencia | Ley Contra el Femicidio y Otras Formas de 
Violencia Contra la Mujer en Guatemala, no se ha permitido la aplicación de medidas 
desjudicializadoras por parte de los juzgados competentes, lo que ha venido 
vulnerando los principios de igualdad y libertad de los hombres. 


7.1.1. Ámbito geográfico 

La investigación se llevó a cabo en el municipio de Santa Elena, Flores Petén 
donde se encuentra situado el Juzgado de Primera Instancia Penal y el Tribunal de 
Sentencia Penal de Femicidio de Petén, 8 avenida calle Segeplán Santa Elena, 
Flores Petén. 
7.1.2 Ámbito temporal 

La investigación abarcó el período comprendido del mes de enero del año 


2015 al mes de junio del año 2016, puesto que dicho Juzgado fue inaugurado en el 
mes de agosto de 2014. 
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8. METODOLOGÍA 
8.1 Determinación de los métodos a emplear 


8.1.1 Método científico 


Se empleó el método científico en sus tres fases para el desarrollo de la 
investigación; debido a que es un procedimiento planeado para descubrir las formas 
de existencia de los procesos del universo, para demostrar sus vínculos internos y 
externos, para generalizar los conocimientos adquiridos de ese modo, que servierón 


para comprobar la hipótesis planteada. 


En la fase indagatoria se recopiló la información por medio de fuentes 
bibliográficas y en la fase demostrativa, se aplicará en la comprobación de la 
hipótesis y sus variables al ser confrontadas con la realidad. Por último, en la fase 
expositiva, los resultados de la investigación serán debidamente expuestos a la 
sociedad guatemalteca a través del diseño del informe final. 


8.1.2 Método analítico 


Consiste en considerar por separado las partes de un todo, los procesos 
continúan siendo totalidades que se encuentran objetivamente integrados y solo se 
analizan por separado para profundizar en su conocimiento. Este método se utilizó 
en el proceso de análisis de los cuerpos legales e instituciones que rigen la 


protección del patrimonio familiar en el país. 


8.1.3 Método sintético 


La síntesis es la reunión racional de varios elementos dispersos en una nueva 
totalidad. Unión en un todo íntegro de las partes, propiedades y relaciones 
determinadas por medio del análisis. Utilice este método al momento de emitir mis 


conclusiones cuando finalice la investigación del tema propuesto. 
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8.1.4 Método inductivo 


A partir de hechos singulares, se llegaré a proposiciones generales. 


e Inducción completa: La conclusión se infiere del estudio de todos los 
elementos que forman el objeto de investigación. A partir de hechos 


singulares, llegaré a proposiciones generales. 


Es una forma de razonamiento en donde las conclusiones tienen un mayor 
grado de generalidad que las premisas, es decir que va de lo particular a lo general. 
Este método es aplicable en el desarrollo de la presente investigación en virtud de 
que se realizara trabajo de observación, los cuales deben partir de resultados 


obtenidos de casos particulares, es decir de los expedientes que serán analizados. 


8.1.5 Método deductivo 


Consiste en una forma de razonamiento mediante la cual, partiendo de 
premisas generales se llega a una conclusión particular, o sea de menor grado de 
generalidad. Con este método que parte de premisas generales, lo que se pretende 
es extraer conclusiones particulares, pues en la investigación, las conclusiones que 


surjan ya sean falsas o verdaderas deben ser probadas. 


8.1.6 Técnicas bibliográficas 


Para recolectar la información de los documentos utilizaré las fichas 
bibliográficas por autor, por título y materia, libros, periódicos, revistas, archivos, 


informes, diccionarios, expedientes, sentencias y páginas de internet. 
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8.2 Hipótesis 


» 





La falta de aplicación de medidas desjudicializadoras por los delitos regulados 
en la Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la Mujer, viola los 
principios de igualdad y libertad de los hombres, quienes enfrentan actualmente una 
política criminal que no establece sus propios límites lo que la convierte en 


innegablemente autoritaria. 


8.3 Variables 


8.3.1 Variables dependientes 
- Medidas desjudicializadoras que no se aplican 
- Delitos regulados en la Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia 
contra la Mujer 
- Política criminal autoritaria que no establece sus propios límites 


8.3.2 Variables independientes 


- Violación al principio de igualdad 
- Violación al principio de libertad de los hombres 
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9. PRESENTACIÓN DE RESULTADOS 





Estadística de casos denunciados por la comisión de alguno de los delitos 
contemplados en la Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia Contra 
la Mujer que alcanzan una pena condenatoria. 


Gracias a que el sistema de justicia se ha reforzado, la mayoría de sindicados 
reciben una sentencia condenatoria por los delitos contemplados en la Ley contra el 
Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la Mujer. 


Durante los años 2013, 2014 y 2015 hubo un aumento considerable en el 
número de sentencias condenatorias, lo que puede atribuirse a que se ha fortalecido 
la aplicación de la Ley por parte de los órganos jurisdiccionales y aunque existe un 
número elevado de denuncias, aún son muy pocos los casos en los que se logra 


obtener sentencia condenatoria. 


Según el Sistema de Gestión de Tribunales -SGT-, durante el año 2016 el 
Tribunal de Sentencia Penal de Delitos de Femicidio y otras Formas de Violencia 
contra la Mujer y Violencia Sexual del Departamento de Guatemala emitió 210 


sentencia absolutorias y 440 sentencia condenatorias. 


En ese mismo año 2016, el Tribunal Segundo Pluripersonal de Sentencia Penal 
de Delitos de Femicidio y Otras Formas de Violencia contra la Mujer y Violencia 
emitió 137 sentencia absolutorias y 248 sentencia condenatorias. Es decir que en el 
año 2016 se emitió un total de 688 sentencias condenatorias y un total de 347 


sentencia absolutorias. 


Información obtenida del Juzgado de Primera Instancia de Femicidio de Santa 
Elena Petén durante el año 2016 se otorgaron 27 faltas de mérito y 15 criterios de 
oportunidad, en comparación con el año 2017 que se otorgaron 42 criterios de 
oportunidad y 20 procedimientos abreviados. 
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Según datos de la Fiscalia de la Mujer del Ministerio Público ubicada en 
Elena Petén, en el año 2016 se otorgarón 60 criterios de oportunidad, en meno 


cantidad con 44 casos otorgados en el año 2017. 


El hecho de que el número de Femicidios y otros delitos de violencia contra la 
mujer haya aumentado considerablemente, motivó que la Corte Suprema de Justicia 
mediante el Acuerdo número 1-2010 creara los Juzgados de Primera Instancia Penal 
de Delitos de Femicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer, con competencia 
para conocer exclusivamente los casos que señala la Ley contra el Femicidio y otras 
formas de Violencia contra la Mujer, de conformidad con el artículo 2% del Acuerdo 
23-2008 de dicha Corte, así como para otorgar las medidas de seguridad o 
cautelares que sean necesarias, para lo cual deben tomar en cuenta el riesgo y 
exposición de la mujer, además deberán, cuando corresponda, certificar lo 


conducente a los juzgados del orden penal. 
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9.1 Figura 1 


Número de delitos denunciados por femicidio 


Número de delitos denunciados por femicidio 
— Serie histórica 2008-2013 — 


312 
256 255 
236 
195 
120 


2008 2009 2010 2011 2012 2013 


Fuente: INE Guatemala. 


Fuente: (INE,2014). 
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La gráfica muestra la se- 
rie histórica de los delitos de- 
nunciados por femicidio pe- 
riodo 2008 al 2013, registran- 
do 312 delitos en el 2013 y 
120 en el 2008. Registrando 
una diferencia de 192 delitos 
mas que los reportados en el 
año 2008. 

Mientras que del 2012 al 
2013se dio un incremento de 
57 delitos. 


9.2 Figura 2 


Número de delitos denunciados por violencia contra la mujer 


Número de delitos denunciados por violencia contra la mujer 


— Serie histórica 2008-2013 — 
51,12 
3 AM 
2411 
29,626 
12,062 | 
2008 2009 2010 2011 2012 2013 


Fuente: INE Guatemala, 


Fuente: (INE,2014) 
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La gráfica refleja que se 
dio un incremento de 10,756 
delitos denunciados por vio- 
lencia contra la mujer, del 
2012 al 2013, 

Con relación al 2008 se dio 
un incremento de 39,064 de- 
ltos, reportando en el 2013 
51,126 delitos denunciados 
por violencia contra la mujer, 





9.3 Figura 3 
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Número de delitos denunciados por violencia económica 


En el año 2013 se regis- 

traron 560 delitos denuncia- 
dos por violencia económica 
a diferencia del 2012 que fue 
mayor con 573 delitos, refle- 
jando que el delito de vio- 
lencia económica ha venido 
descendiendo desde el año 
2009, 
De igual manera se obser- 
va que de la serie en estu- 
dio, la mayor variación inter- 
anual, se dio entre los años 
2008 a 2009, enel 2009 se re- 
portaron 467 delitos más que 
los reportados en el 2008. 


Fuente: (INE,2005). 


Número de delitos denunciados por violencia económica 
— Serie histórica 2008-2013 — 


1,213 


14 80 6 
| | | 
20082008 


2010 2011 2012 2013 


Fuente: INE Guatemala, 
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9.4 Figura 4 


Estadísticas oficiales de sentencias por crímenes contra mujeres y femicidios 


En cifras 
Las estadísticas oficiales reflejan pocas sentencias 5 E 
en crímenes contra mujeres y femicidios. > 
Muertes de mujeres por hechos criminales, según inacif 

708 758 774 766 

2012 2013 2014 2015 


2016" 





-Al 30 de abril de 2016 


Casos ingresados en juzgados penales del país 





2d 2012 2013 2014 2015 2016"* Bro 7 18 ] 
Femicidio 50 8" "M8 152 59 S 
: SS S TOTAL 
So oct 7 > 01 Ti 
**Datos procesados al 28 de abril de 2016 
Sentencias dictadas por femicidio 
Aa total 
2012 14 23 37 
2013 18 =0) 78 
2014 34 124 158 
2015 30 72 102 
2016 2 14 16 
Femicidio en grado de tentativa 
2012 3 7 10 
2013 5 43 48 TOTAL 
2014 n s3 64 1382 
2015 a 46 50 
2016 o 10 10 
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262 casos de femicidio reporta 
el Ministerio Público del 1 de 
abril de 2015 al 31 de marzo de 
2016. Los departamentos con 
mayor incidencia son: 








Guatemala Petén 





Fuente: http://www.prensalibre.com /guatemala/justicia/femicidios-continuan-en-aument 
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9.5 Tabla 1 


Sentencia por tipo de fallo 
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Fuente: (Sistema de Gestión de Tribunales -SGT-, 2016) 
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9.6 Tabla 2 


Estadística de casos en el Juzgado de Primera Instancia de Femicidio de Santa 





Elena, Petén 
Período que comprende enero 2016 agosto de 2017 



































Año 2016 
ENERO 8 2 
FEBRERO 4 3 
MARZO 15 5 
ABRIL 
MAYO 2 
JUNIO 1 6 
JULIO 2 
AGOSTO 5 
SEPTIEMBRE 
OCTUBRE 1 
NOVIEMBRE 1 
DICIEMBRE 1 2 














ERA AA 


Fuente: (elaboración propia, Juzgado de Primera Instancia, Santa Elena, Petén,201 7). 
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AÑO 2017 





























ENERO 2 
FEBRERO 4 4 
MARZO 3 2 
ABRIL 10 3 

MAYO 6 3 

JUNIO 3 6 
JULIO 8 1 
AGOSTO 6 4 














Fuente: (elaboración propia, Juzgado de Primera Instancia, Santa Elena, Petén,201 7). 
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9.7 Tabla 3 


Estadísticas de casos en la Fiscalia de la Mujer del Ministerio Público Santa 


Elena Petén 


Período que comprende enero 2016 agosto 2017 





¡AÑO [SUSPENSIÓN ¡CRITERIO DE OP. | REMISIÓN 


60 
44 | 


CONVERSIÓN |MEDIACION CONCILIACION | 















Fuente: (Fiscalia de la Mujer del Ministerio Público, 2016) 
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10. DISCUSIÓN DE RESULTADOS 


Estadísticas de casos que son denunciados por la comisión de alguno de 
los delitos contemplados en la Ley contra el Femicidio y otras Formas de 
Violencia contra la Mujer. 


Las estadísticas de violencia intrafamiliar se presentan en el Instituto Nacional 
de Estadística de Guatemala como una aproximación a la medición del registro de 
denuncias, con el propósito de informar a la sociedad guatemalteca sobre ciertas 
características de esta problemática y dar cumplimiento al Artículo 8 del reglamento 
del Decreto 97-96, acuerdo gubernativo 831-2000, reformado con el acuerdo 
gubernativo 463-2013. 


Cabe mencionar que en el año 2008 Guatemala fue el primer país en reconocer 
oficialmente el feminicidio como un crimen, aunque la violencia en contra de las 


mujeres es en la práctica considerada como un asunto doméstico. 


Según información obtenida en el Centro de Información, Desarrollo y 
Estadística Judicial (CIDEJ) del Organismo Judicial, durante el año 2016 ingresaron 
a los juzgados de Primera Instancia a nivel nacional 8,153 casos de delitos 
relacionados a femicidio, de los cuales se lograron 3,356 sentencias, de ellas 860 
fueron absolutorias y 2,505 condenatorias. 


Lo anterior significa que tan solo el 42% de los casos ingresados fueron 
llevados a un juzgado para obtener una sentencia, mientras que el resto en un 80% 
fue desistido por la víctima, para el número restante de casos se declaró falta de 
mérito por la inexistencia de suficiente prueba o argumentos que hicieran posible 


sostener la acusación. 


Durante el año 2,016 los juzgados recibieron 8,153 casos y al mes de febrero 
de 2017 se reportan 1,053 proceso iniciados por violencia contra la mujer en sus 
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de las que 73 fueron absolutorias y 115 condenatorias. Los principales delitos son 









diferencias modalidades. De estos últimos, los jueces han dictado “178 senten 


violencia física contra la mujer, violencia sexual y psicológica, además femicidio en 


grado de tentativa y violencia económica.” (Santos, 2,017). 


Razones por las que la Ley contra el Femicidio y otras Formas de 
Violencia Contra la Mujer no permite la aplicación de medidas 


desjudicializadoras. 


Como ya se mencionó en el presente trabajo, los Artículos 24 al 32 del Código 
Procesal Penal regulan la desjudicialización, institución en la que por su naturaleza 
pueden ubicarse el criterio de oportunidad, la conversión, la mediación y la 
suspensión condicional de la persecución penal, así como el procedimiento 
abreviado, el que permite a los fiscales graduar la solicitud de pena cuando se da la 
aceptación de los hechos por el propio imputado, tomando en cuenta las 
circunstancias especiales del hecho delictivo, razón por la que también se considera 
una figura desjudicializadora, pues responde al propósito de simplificación de casos 


penales. 


Se considera que el criterio de oportunidad es una medida prácticamente 
inaplicable a los delitos de femicidio y violencia contra la mujer, debido a que “este 
tipo de casos son hoy en día los crímenes más reportados, con un promedio de 
56,000 reportes cada año.” (Piette, 2,017). 


Siendo así, puede decirse que dichos casos son de interés público ya que 
afectan la seguridad ciudadana, aunque en todo caso corresponde a los órganos 
jurisdiccionales valorar los demás supuestos contenido en el artículo 25 del Código 


Procesal Penal, los cuales se analizan a continuación: 


1)  Sise tratare de delitos no sancionados con pena de prisión: en este caso, todos 
los delitos contenidos en la Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia 
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puede aplicarse esta medida con este fundamento; 
Si se tratare de delitos perseguibles por instancia particular: todos los delitos 
contenidos en la Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la 
Mujer son delitos de acción pública, conforme el Artículo 5 de la Ley, por lo que 
tampoco puede aplicarse esta medida con este supuesto; 

En los delitos de acción pública, cuya pena máxima de prisión no fuere superior 
a cinco años: en los delitos contemplados en la Ley contra el Femicidio y otras 
Formas de Violencia Contra la Mujer, no existe pena señalada que incurra 
dentro de dichos supuestos, por lo que no puede aplicarse criterio de 
oportunidad a ningún autor de delito consumado. Según las reglas contenidas 
en los Artículos 63 y 64 del Código Penal, el criterio de oportunidad es aplicable 
solo al cómplice de tentativa, pero únicamente de los delitos de violencia contra 
la mujer y violencia económica, cuya pena máxima de ocho años, se reduciría 
en dos terceras partes, quedado en dos años y ocho meses. No obstante, la 
consumación en grado de tentativa de dichos delitos es poco comprensible. Se 
considera que esta medida no es aplicable al cómplice de delito consumado de 
los delitos de violencia contra la mujer y violencia económica, ya que la pena 
máxima de ocho años se reduciría en una tercera parte, quedando en cinco 
años y cuatro meses; 

Que la responsabilidad del sindicado o su contribución a la perpetración del 
delito sea mínima: se considera que la responsabilidad o contribución mínima 
del sindicado para la aplicación del criterio de oportunidad en delitos de 
violencia contra la mujer y violencia económica, debería haberse relegado a los 
casos de causas de justificación o de inculpabilidad incompletas, así como de 
complicidad no necesaria por no haberse consumado el hecho. Para los casos 
de participación no debe olvidarse que quien indujo o cooperó, es considerado 
autor conforme el Código Penal, y por lo tanto, estos no pueden entrar dentro 
de los supuestos de participación mínima, por tal motivo no podría aplicarse 


este supuesto al hecho calificado como femicidio en grado de tentativa; 
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5) Que el inculpado haya sido afectado directa y gravemente por 
consecuencias de un delito culposo y la pena resulte inapropiada: no es posible 
admitir la aplicación de este supuesto, debido a que todos los delitos contenidos 
en la Ley Contra el Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la Mujer no 
admiten forma culposa, pues no está expresamente regulada; 

6) El criterio de oportunidad se aplicará por los jueces de primera instancia 
obligadamente a los cómplices o autores del delito de encubrimiento que 
presten declaración eficaz contra los autores de los delitos siguientes: ninguno 
de los delitos contenidos en la Ley Contra el Femicidio y otras Formas de 
Violencia contra la Mujer, se encuentran en los enunciados por este inciso, por 
lo que la aplicación de este supuesto tampoco es posible. La suspensión 
condicional de la persecución penal no puede aplicarse cuando se trate de 
hechos relacionados sancionados conforme la Ley Contra el Femicidio y otras 
Formas de Violencia contra la Mujer, porque los mismos contemplan penas de 
prisión cuyo máximo excede cinco años y no contemplan la forma culposa. La 
conversión no puede aplicarse a los delitos contemplados en la Ley contra el 
Femicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer, ya que en ellos existe un 
interés público gravemente comprometido, en los que la víctima no puede 
garantizar una persecución penal eficiente, debido a que el círculo de violencia 


puede influir en su decisión de desistir. 


Cabe mencionar que uno de los supuestos para la aplicación del procedimiento 
abreviado, es que el Ministerio Público estime suficiente la imposición de una pena 


no mayor de cinco años de privación de libertad. 


Se deduce entonces que solamente podría ser aplicable para los delitos de 
violencia contra la mujer y violencia económica, cuando el fiscal en los delitos 
consumados, en los delitos en grado de tentativa o en la participación de cómplices 
considere la imposición de una pena de hasta 5 años o menos, según lo dispuesto 
en los Artículos 63 y 64 del Código Penal, pues de no ser así no se cumpliría con el 
supuesto contenido en la norma jurídica y por ende tampoco sería posible aplicación 
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el procedimiento abreviado. 


Consecuencias de la no aplicación de las medidas desjudicializadoras por la 
comisión de delitos regulados en la Ley contra el Femicidio y otras formas de 
Violencia contra la Mujer. 


Las desjudicialización es una de las figuras más importantes en el derecho 
penal, aplicable como solución a los graves problemas de fallas y abusos cometidos 
en la administración de justicia y creada como una fórmula para resolver ágilmente y 
de manera sencilla ciertos casos penales, permitiendo así la descongestión de la 
función jurisdiccional, dejando el proceso penal para resolver delitos que representan 


alta peligrosidad para la sociedad. 


La aplicación de la desjudicialización en aquellos casos que afectan 
particularmente a las mujeres transmitirían a la sociedad el mensaje de que 
maltratarlas no es una conducta grave, generando así impunidad, aunado a que el 
número de denuncias por delitos regulados en la Ley contra el Femicidio y otras 
Formas de Violencia Contra la Mujer se ha incrementado considerablemente y esto a 
la vez ha dado paso a que ese tipo de delitos sean considerados ahora como 


conductas graves que afectan a la sociedad. 


Se considera que gracias a la no aplicación de medidas desjudicializadoras a 
los responsables de los delitos en mención, se ha aumentado el número de 
sentencias condenatorias y por ende, se han saturado de trabajo a los órganos 
jurisdiccionales competentes, lo que desemboca en el aumento del hacinamiento de 
la población reclusa agudizando así aún más el principal problema por el que 


atraviesa actualmente el sistema penitenciario. 


Siendo así, se considera que en Guatemala no se está cumpliendo a cabalidad 
con los principios que según Alarcón Duque (2,016) deben regir una política criminal 
democrática, por las siguientes razones: 
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a) Principio de dignidad de la persona: al limitar el uso de a AS 
desjudicializadoras en los delitos de femicidio y de violencia en contra de la 
mujer se está reconociendo una clara diferencia de género, lo que vulnera el 
derecho de igualdad de persona por razón de sexo, derecho humano que a la 
vez debe ser eje central de las decisiones en un sistema judicial democrático; 

b) Principio de preeminencia de la prevención: no hay mayor esfuerzo por parte de 
las instituciones del Estado por difundir la prevención del delito como principal 
herramienta para la atención de la violencia y la criminalidad, y esto coadyuva al 
colapso del sistema de justicia penal pues como es del conocimiento público, el 
mismo carece de la capacidad para dar respuesta efectiva a los miles de casos 
que anualmente se presentan; 

c) Principio de intervención mínima: no se está respetando el principio de 
intervención mínima del Sistema de Justicia Penal, pues esta, lejos de ser la 
última instancia para la resolución de conflictos, es la primera y la única, 
además, se están dejando por un lado los factores multicausales que 
intervienen, pues hay muchos casos de denuncia falsa de delitos en contra de 
la mujer, a tal punto que se puede decir que sí hay aprovechamiento de la 
legislación para perjudicar a los hombres; 

d) Principio de promoción del diálogo de las partes en conflicto: se considera que 
no se está promoviendo el diálogo y el entendimiento en los conflictos derivados 
de las demandas por violencia en contra de la mujer, razón por la cual más bien 
se etiqueta y promueve la participación del hombre como criminal, aun cuando 
con posterioridad se determina que se ha tratado de una denuncia falsa y que el 


hombre resulta ser la víctima 


Como ya se indicó en uno de los puntos que anteceden, son varias las razones 
por las que no se aplican actualmente las medidas desjudicializadoras por la 
comisión de delitos regulados en la Ley Contra el Femicidio y otras Formas de 
Violencia Contra la Mujer, la razón parece ser la misma y radica en que sin duda el 
Estado se ha esmerado en proteger a la mujer en su calidad de agraviada a quien la 
ley considera en desventaja procesal ante el sindicado y siendo así, el hecho de 


80 





conceder alguna de dichas medidas prácticamente sería como dejarla en total e 
de desprotección, riesgo que no pueden ni deben correr los órganos jurisdiccionales 


por ningún motivo. 


Cabe mencionar que, en la comisión de los delitos indicados, no puede obviarse 
que tanto el femicidio como la violencia contra la mujer afectan gravemente a la 
sociedad. Tampoco puede referirse a la conducta culposa para la comisión de los 
mismos, porque no se cumplen las características de negligencia, imprudencia o 


impericia que deben estar presentes para presumir que la acción ha sido culposa. 


No puede afirmarse que la agraviada y el sindicado están en una posición de 
igualdad para negociar invocando el Artículo 4 de la Constitución Política de la 
República, pues ya sea en el delito de femicidio o en el de violencia en contra de la 
mujer, esta ha sido agredida con amenazas, infundiéndole temor, ejerciendo sobre 
ella violencia psicológica, física o económica, lo que conduce a pensar que el agresor 
ha tenido intención de provocar daño a la mujer, así como ofenderla y denigrarla. Se 
entiende entonces que la intención de provocar daño se presume incluso antes de 


probarse lo contrario, lo que resulta violatorio al principio de defensa. 


No obstante lo expuesto, a criterio personal los juzgadores deben tener 
presente que las condiciones de cada caso particular son diferentes y por lo mismo, 
deben recibir distinto tratamiento, es decir que es posible que hayan casos en los 
que el otorgamiento de medidas desjudicializadoras si sean procedentes y al no 
concederlas los hombres se ven obligados a enfrentar una política criminal 
autoritaria; así mismo, el hecho de  concederlas  coadyuvaría al 
descongestionamiento de los juzgados competentes y contribuiría a la reducción del 


hacinamiento en las cárceles del país. 
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11. CONCLUSIONES 


Una política criminal debe incluir tres ejes que son la prevención, investigación 
y sanción de los delitos que se cometan para procurar a toda costa el combate 


de la criminalidad. 


La cantidad de casos por delitos de femicidio y otras formas de violencia 
contra la mujer, así como la falta de aplicación de medidas desjudicializadoras 
en los mismos, han contribuido considerablemente a agudizar el problema del 
hacinamiento en las cárceles y han dado lugar a la creación de leyes 


encaminadas a proteger específicamente a la mujer. 


En vista que el femicidio y otras formas de violencia contra la mujer son delitos 
que por lo regular se cometen de forma premeditada y planeada y en forma 
ventajosa, infundiendo miedo en la mujer, no pueden catalogarse como una 
agresión culposa y esta es la razón por la que los juzgadores no pueden 
arriesgarse a otorgar ninguna medida desjudicializadora, porque al hacerlo 
pondrían en grave riesgo la seguridad de la mujer y de sus hijos. 


Los juzgadores deben tener presente que las condiciones de cada caso 
particular son diferentes y por lo mismo, deben recibir distinto tratamiento, es 
decir que es posible que haya casos en los que el otorgamiento de medidas 
desjudicializadoras si sean procedentes y al no concederlas los hombres se 


ven obligados a enfrentar una política criminal autoritaria. 
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12. RECOMENDACIONES 


Se recomienda que el Estado de Guatemala a través de los órganos 
jurisdiccionales controle el cumplimiento de la política criminal y que la misma 


se base en derecho de igualdad de persona. 


Es recomendable que el protocolo para la aplicación de la Ley contra el 
Femicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer forme un solo cuerpo 
con dicha ley, porque actualmente el mismo está contenido en un Decreto 
aparte; en todo caso hubiese sido más adecuado crear el reglamento de la 


Ley en mención. 


Es preciso que los órganos jurisdiccionales atiendan cada caso observando 
las circunstancias específicas, pues hay muchos que son objeto de denuncias 
falsas de violencia contra la mujer y es ahí donde los hombres se ven 
perjudicados al no poder acceder a ninguna de las medidas 
desjudicializadoras. 


Se recomienda que los juzgadores conforme su ilustre criterio, experiencia y 
sobre todo basados en las pruebas que se presenten, evalúen y consideren 
aquellos casos en los que sí procede otorgar alguna de las medidas 
desjudicializadoras para colaborar a disminuir el hacinamiento en las cárceles, 


siempre y cuando no se ponga en riesgo la seguridad de la mujer y los hijos. 
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